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PROYECTO DE LEY NUMERO 201 DE 2004 SENADO

por medio de la cual se aprueba la “Enmienda del Protocolo
de Montreal relativo a las sustancias que agotan la capa de ozono”,

adoptada en Beijing, China, el 3 de diciembre de 1999.
El Congreso de la República

Visto el texto de la “Enmienda del Protocolo de Montreal relativo
a las sustancias que agotan la capa de ozono”, adoptada en Beijing,
China, el 3 de diciembre de 1999, que a la letra dice:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del
instrumento internacional mencionado).

ENMIENDA DEL PROTOCOLO DE MONTREAL RELATIVO
A LAS SUSTANCIAS QUE AGOTAN LA CAPA DE OZONO
Artículo 1º. Enmienda

A. artículo 2º, párrafo 5
En el párrafo 5 del artículo 2º del Protocolo las palabras:
artículos 2A a 2E
deberán sustituirse por:
artículo 2A a 2F
B. artículo 2º, párrafos 8 a) y 11
En los párrafos 8 a) y 11 del artículo 2º del Protocolo las palabras:
artículos 2A a 2H
deberán sustituirse por:
artículos 2A a 2I
C. artículo 2F, párrafo 8
Después del párrafo 7 del artículo 2F del Protocolo se añadirá el

párrafo siguiente:
8. Toda Parte que produzca una o más de estas sustancias velará por

que en el período de 12 meses contados a partir del 1° de enero de 2004,
y en cada período sucesivo de 12 meses, su nivel calculado de producción
de las sustancias controladas enumeradas en el Grupo I del anexo C no
supere, anualmente, el promedio de:

a) La suma de su nivel calculado de consumo en 1989 de las sustancias
controladas enumeradas en el Grupo I del anexo C y el 2,8% de su nivel
calculado de consumo en 1989 de las sustancias controladas enumeradas
en el Grupo I del anexo A;

b) La suma de su nivel calculado de producción en 1989 de las
sustancias controladas enumeradas en el Grupo I del anexo C y el 2,8 %
de su nivel calculado de producción en 1989 de las sustancias controladas
enumeradas en el Grupo I del anexo A.

No obstante, a fin de satisfacer las necesidades básicas internas de
las Partes que operan al amparo del párrafo 1 del artículo 5º, su nivel
calculado de producción podrá superar ese límite hasta en una cantidad
igual al 15% de su nivel calculado de producción de las sustancias
controladas enumeradas en el Grupo I del anexo C definidas supra.

D. artículo 2I

Después del artículo 2H del Protocolo se añadirá el siguiente artículo:

Artículo 2I. Bromoclorometano

Cada Parte velará por que en el período de 12 meses contados a partir
del 1° de enero de 2002, y en cada período sucesivo de 12 meses, su nivel
calculado de consumo y producción de las sustancias controladas
enumeradas en el Grupo III del anexo C no sea superior a cero. Este
párrafo se aplicará salvo en la medida en que las Partes decidan permitir
un nivel de producción o consumo necesario para satisfacer los usos
esenciales según lo acordado por ellos.

E. artículo 3º

En el artículo 3º del Protocolo las palabras:

artículos 2º, 2A a 2H

se sustituirán por:

artículo 2º, 2A a 2I

F. artículo 4º, párrafos 1quin. y 1sex.

Después del párrafo 1cua. se añadirán al artículo 4º los párrafos
siguientes:

1quin. Al 1° de enero de 2004, cada Parte prohibirá la importación
de sustancias controladas enumeradas en el Grupo I del anexo C de
cualquier Estado que no es Parte en el presente Protocolo.

1sex. En el plazo de un año contado a partir de la fecha de entrada en
vigor del presente párrafo, cada Parte prohibirá la importación de las
sustancias controladas enumeradas en el Grupo III del anexo C de
cualquier Estado que no es Parte en el presente Protocolo.
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G. artículo 4º, párrafos 2quin. y 2sex.

Después del párrafo 2cua. del artículo 4º se añadirán los párrafos
siguientes:

2quin. Al 1° de enero de 2004, cada Parte prohibirá la exportación
de sustancias controladas enumeradas en el Grupo I del anexo C a
cualquier Estado que no es Parte en el presente Protocolo.

2sex. En el plazo de un año contado a partir de la fecha de entrada
en vigor del presente párrafo, cada Parte prohibirá la exportación de las
sustancias controladas enumeradas en el Grupo III del anexo C a
cualquier Estado que no es Parte en el presente Protocolo.

H. artículo 4º, párrafos 5 a 7
En los párrafos 5 a 7 del artículo 4º del Protocolo, las palabras:
Anexos A y B, Grupo II del anexo C y anexo E
se sustituirán por:
Anexos A, B, C y E
I. artículo 4º, párrafo 8
En el párrafo 8 del artículo 4º del Protocolo las palabras:
artículos 2A a 2E, artículos 2G y 2H
se sustituirán por:
artículos 2A a 2I
J. artículo 5º, párrafo 4
En el párrafo 4 del artículo 5º del Protocolo las palabras:
artículos 2A a 2H
se sustituirán por:
artículos 2A a 2I
K. artículo 5º, párrafos 5 y 6
En los párrafos 5 y 6 del artículo 5º del Protocolo las palabras:
artículos 2A a 2E
se sustituirán por:
artículos 2A a 2E y artículo 2I
L. artículo 5º, párrafo 8ter a)
Al final del inciso a) del párrafo 8ter del artículo 5º del Protocolo se

añadirá la siguiente oración:
Al 1° de enero de 2016, toda Parte que opera al amparo del párrafo 1

del presente artículo deberá cumplir con las medidas de control establecidas
en el párrafo 8 del artículo 2F y, como base para el cumplimiento de estas
medidas de control, utilizará el promedio de sus niveles calculados de
producción y consumo en 2015;

M. artículo 6º
En el artículo 6º del Protocolo las palabras:
artículos 2A a 2H
se sustituirán por:
artículos 2A a 2I
N. artículo 7º, párrafo 2
En el párrafo 2 del artículo 7º del Protocolo las palabras:
anexos B y C
se sustituirán por:
anexo B y grupos I y II del anexo C
O. artículo 7º, párrafo 3
Después de la primera oración del párrafo 3 del artículo 7º del

Protocolo se añadirá la oración siguiente:
Cada Parte proporcionará a la Secretaría datos estadísticos sobre la

cantidad anual de sustancias controladas enumeradas en el anexo E
utilizadas para aplicaciones de cuarentena y previas al envío.

P. artículo 10
En el párrafo 1 del artículo 10 del Protocolo las palabras:
artículos 2A a 2E
se sustituirán por:
artículos 2A a 2E y artículo 2I
Q. artículo 17

En el artículo 17 del Protocolo las palabras:
artículos 2A a 2H
se sustituirán por:
artículos 2A a 2I
R. Anexo C
Al anexo C del Protocolo se añadirá el siguiente grupo:

Grupo Sustancia Número de isómeros Potencial de agotamiento del ozono

––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––––

Grupo III

CH
2
BrCl Bromoclorometano 1 0,12

Artículo 2º. Relación con la Enmienda de 1997

Ningún Estado u organización de integración económica regional
podrá depositar un instrumento de ratificación, aceptación o aprobación
de esta Enmienda, o de adhesión a ella, a menos que haya depositado
previa o simultáneamente un instrumento de ese tipo en relación con la
Enmienda adoptada en la Novena Reunión de las Partes celebrada en
Montreal, el 17 de septiembre de 1997.

Artículo 3º. Entrada en vigor

1. La presente Enmienda entrará en vigor el 1° de enero de 2001,
siempre que se hayan depositado al menos 20 instrumentos de ratificación,
aceptación o aprobación de la Enmienda por Estados u organizaciones de
integración económica regional que sean Partes en el Protocolo de
Montreal relativo a las sustancias que agotan la capa de ozono. En el caso
de que en esa fecha no se haya cumplido esta condición la Enmienda
entrará en vigor el nonagésimo día contado desde la fecha en que se la
haya cumplido.

2. A los efectos del párrafo 1, los instrumentos depositados por una
organización de integración económica regional no se contarán como
adicionales a los depositados por los Estados miembros de esa
organización.

3. Después de la entrada en vigor de la presente Enmienda, según lo
dispuesto en el párrafo 1, la Enmienda entrará en vigor para cualquier otra
Parte en el Protocolo el nonagésimo día contado desde la fecha en que
haya depositado su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación.

I hereby certify that the foregoing text is a Je certifie que le texte qui précède est une
true copy of the Amendment, adopted on 3 copie conforme de l’Amendement adopté
December1999 at the Eleventh Meeting of le 3 décembre 1999 à la Onzième Réunion
the Parties to the Montreal Protocol on des Parties au Protocole de Montréal relatif
Substances that Deplete the Ozone Layer, à des substances qui appauvrissent la couche
which was held in Beijing, China, from 29 d’ozone, tenue à Beijing, Chine, du
November 1999 to 3 December 1999. 29 novembre 1999 au 3 décembre 1999

For the Secretary-General, Pour le Secrétaire général,
The Legal Counsel Le Conseiller juridique
(Under-Secretary-General (Secrétaire général adjoint
for Legal Affairs) aux affaires juridiques)

Hans Corell
United Nations, New York Organisation des Nations Unies

28 January 2000 New York, le 28 janvier 2000

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 11 de noviembre de 2003
Aprobada. Sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ

La Ministra de Relaciones Exteriores,
(Fdo.) Carolina Barco Isakson.

DECRETA:
Artículo 1º. Apruébase la “Enmienda del Protocolo de Montreal

relativo a las sustancias que agotan la capa de ozono”, adoptada en
Beijing, China, el 3 de diciembre de 1999.

Artículo 2º. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la
Ley 7ª de 1944, la “Enmienda del Protocolo de Montreal relativo a las



GACETA DEL CONGRESO 105 Lunes 29 de marzo de 2004 Página 3

sustancias que agotan la capa de ozono”, adoptada en Beijing, China, el
3 de diciembre de 1999, que por el artículo 1º de esta ley se aprueba,
obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo
internacional respecto del mismo.

Artículo 3º. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
Dada en Bogotá, D. C., a...
Presentado al honorable Congreso de la República por la Ministra de

Relaciones Exteriores y la Ministra de Ambiente, Vivienda y Desarrollo
Territorial.

Carolina Barco Isakson, Ministra de Relaciones Exteriores; Sandra
del Rosario Suárez Pérez, Ministra de Ambiente, Vivienda y Desarrollo
Territorial.

EXPOSICION DE MOTIVOS DEL PROYECTO DE LEY

por medio de la cual se aprueba la “Enmienda del Protocolo de
Montreal relativo a las sustancias que agotan la capa de ozono”,

adoptada en Beijing, China, el 3 de diciembre de 1999.
Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento a lo dispuesto

en los artículos 150 numeral 16 y 189 numeral 2 de la Constitución
Política de la República de Colombia, presentamos a consideración del
honorable Congreso de la República el Proyecto de Ley por medio de la
cual se aprueba la “Enmienda del Protocolo de Montreal relativo a las
sustancias que agotan la capa de ozono”, adoptada en Beijing, China, el
3 de diciembre de 1999.

Antecedentes

El Protocolo de Montreal relativo a las sustancias agotadoras de la
capa de ozono, del 16 de septiembre de 1987, enmendado en Londres el
29 de junio de 1990, en Nairobi el 21 de junio de 1991, en Copenhague
el 25 de noviembre de 1992, en Montreal el 17 de septiembre de 1997 y
en Beijing el 3 de diciembre de 1999, es más detallado que el Convenio
de Viena para la protección de la capa de ozono de 1985, y es la base
práctica sobre la cual los Estados Partes actúan respecto al control de la
producción, comercialización y consumo de las sustancias agotadoras de
la capa de ozono. El Protocolo contiene, por ejemplo, normas sobre
medidas de control y cálculo de los niveles de control y su evaluación y
examen; normas sobre control del comercio con Estados que no sean
Parte en el Protocolo, y normas que tratan la situación especial de los
países en desarrollo. Además, establece normas sobre la presentación de
datos, incumplimiento, investigación, intercambio de información,
asistencia técnica, mecanismo financiero y transferencia de tecnología.

El Protocolo de Montreal del 16 de septiembre de 1987 entró en vigor,
oportunamente, el 1º de enero de 1989 cuando 29 países y la Comunidad
Económica Europea, CEE, que representan aproximadamente el 82% del
consumo mundial, lo habían ratificado. A partir de entonces muchos
otros países lo han ratificado.

Dicho instrumento internacional es un acuerdo sobre las medidas
específicas que deben tomarse a fin de salvar la capa de ozono. Con el
Protocolo, se dio en 1987, el primer paso concreto para proteger la capa
de ozono, es decir, se acordó una reducción del 50% para 1999 en la
producción y consumo de los gases CFC especificados, tomando como
base las cifras de 1986. Además, se acordó congelar el consumo de
halones, teniendo como base de cálculo su producción y consumo para
el año de 1986.

El Protocolo puede ser modificado de dos maneras: introduciéndole
ajustes y/o enmiendas. Los ajustes se refieren a las medidas de control de
sustancias ya incluidas en el Protocolo, mientras que las enmiendas se
refieren a sustancias nuevas o a la alteración de disposiciones distintas de
las medidas de control de sustancias ya incluidas. Como quedó anotado
al comienzo, el Protocolo ha sido modificado en cuatro oportunidades, en
su orden son:

* Enmienda de Londres, 1990.
* Enmienda de Copenhague, 1992.
* Enmienda de Montreal, 1997.
* Enmienda de Beijing, 1999.

Modificaciones que introduce la enmienda de Beijing

A continuación se registran aspectos esenciales sobre las enmiendas
contenidas en el Protocolo de Beijing, 1999.

APARTE A: Incluir los Hidroclorofluorocarbonos (HCFC)
Originalmente el artículo 2º no incluía estas sustancias dado que en los

primeros años del Protocolo no se avizoraban sustitutos viables para los
HCFC, y además, la gran mayoría de la reconversión de las tecnologías
con Clorofluorocarbonos (CFC) se hizo a CFC.

El artículo 2º en su párrafo 5 se orienta a permitir la transferencia por
uno o más períodos de control, de una Parte a otra, cualquier proporción
del nivel calculado de su producción de las sustancias controladas por el
Protocolo (la Enmienda incluye los HCFC), siempre que los niveles
calculados de producción permitidos a las Partes para, cada grupo de
sustancias, no supere los límites de producción para cada uno de esos
grupos.

APARTE B: Incorporar en los párrafos 8 a) y 11 del artículo 2º, una
referencia al nuevo artículo 2I (se detalla adelante)

APARTE C: Añadir un nuevo párrafo 8 al artículo 2F
Este párrafo introduce una fecha de control para la producción de

HCFC a partir del 1º de enero de 2004 con base en el promedio de
producción y consumo tanto de HCFC como de CFC y deja un margen
del 15% en la producción para atender necesidades de los países que
operan bajo el artículo 5º (países en vías de desarrollo y de economías en
transición).

PARTE D: Incluir un nuevo artículo 2I
Este artículo adiciona, para el control de su producción y consumo,

una sustancia (bromoclorometano), con gran potencial de agotamiento
de la capa de ozono. La producción y consumo de esta sustancia no han
sido identificados en Colombia. Conforme con este artículo dicha sustancia
comenzó a ser controlada a partir del 1° de enero de 2002 y prevé su
eliminación total a partir de doce meses contados a partir de dicha fecha.
La sustancia se añade como “Anexo C” del Grupo III.

APARTE E: Incluir la referencia al artículo 2I en el artículo 3º
El artículo 3º establece cómo se deben calcular los niveles de control

para los grupos de sustancias incluidos en los diferentes anexos del
Protocolo.

APARTE F: Incluir los párrafos 1 quin y 1 sex en el artículo 4º
El artículo 4º establece el control al comercio de sustancias agotadoras

del ozono con Estados que no sean Partes del Protocolo. El párrafo 1 quin
hace alusión a prohibir la importación de HCFC de países que no sean
Partes en el Protocolo. El párrafo 1 sex establece lo propio para el
bromoclorometano. Cabe señalar que las importaciones de HCFC de
Colombia proceden de México, Estados Unidos y de Reino Unido.

APARTE G: Incluir nuevos párrafos 2 quin y 2 sex

De forma similar al anterior, estos párrafos prohíben la exportación de
las mismas sustancias hacia países no Partes en el Protocolo.

APARTE H: Incluir el Grupo I del Anexo C en los párrafos 5 a 7 del
artículo 4º

Estos párrafos piden a las Partes abstenerse de exportar tecnologías
para la producción de las sustancias controladas por el Protocolo a países
que no son Partes; también les pide no conceder nuevas subvenciones,
ayudas, créditos, garantías o programas de seguros para la exportación de
productos, equipos, fábricas o tecnologías, excepto cuando fomenten el
desarrollo de sustancias sustitutivas.

APARTE I: Incluir mención al artículo 2I, en el párrafo 8 del artículo 4º
El párrafo 8 establece una excepción a la prohibición de importar, de

países que no son Parte en el Protocolo, las sustancias controladas por el
Protocolo, siempre que esos países cumplan con las condiciones de
control de la producción y el consumo de las mismas, aspecto que debe
ser determinado en una reunión de las Partes.

APARTE J: Incluir mención al artículo 2I, en el párrafo 4 del artículo 5º
El párrafo 4 establece que las Partes que operan bajo dicho artículo

podrán notificar a la Secretaría del Ozono antes de que entren en vigor las
medidas de Control, que no pueden obtener el suministro suficiente de
esas sustancias.
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APARTE K: Incluir mención al artículo 2I, en los párrafos 5 y 6 del
artículo 5º

Estos párrafos hacen relación a la importancia para los países que
operan bajo este artículo (países en desarrollo), de contar con la aplicación
efectiva de la cooperación financiera establecida en el artículo 10, así
como de la posibilidad que tendrían de notificar acerca de su dificultad
para cumplir con las disposiciones de los artículos 2 A) a 2 h), y además,
de lo dispuesto en el artículo 2I que enseguida se adiciona.

APARTE L: Agregar al párrafo 8 ter a) del artículo 5º un texto
El nuevo texto propuesto permite incluir una referencia al nuevo

párrafo 8 incluido en el artículo 2F (parte c) sobre las medidas adicionales
de control establecidas en el párrafo 8 del artículo 2F, para dar
cumplimiento a las medidas de control utilizados por los países que
operan bajo este artículo (países en desarrollo), a la producción y
consumo de las sustancias del Grupo I del Anexo C.

APARTE M: Incluir una mención al nuevo artículo 2I, en el artículo 6º
El artículo 6º se refiere a las obligaciones de evaluación y examen de

las medidas de control aplicadas por los países Parte para todas las
sustancias, incluido el Bromoclorometano que figura en el artículo 2I.

APARTE N: Especificar Grupos de Sustancias
El artículo 7º establece la obligación para las Partes de presentar

información sobre la producción y el consumo de las sustancias controladas
por el Protocolo. Sin embargo, como la Enmienda adiciona una sustancia
a través del artículo 2I que clasifica en el Grupo III del anexo C y para la
cual ya ha dispuesto su eliminación a menos de cero, la obligación de
informar sobre producción y consumo no cobija al Bromoclorometano,
en otras palabras, la presentación de dicha información solo opera para
los Grupos I y II.

APARTE O: Incluir otras disposiciones para el Bromuro de Metilo
(BrMe)

El texto adicional exige que además de los reportes que deben
presentar los países Partes sobre la producción y el consumo de BrMe,
también deberán informar las aplicaciones para cuarentena y previas al
envío que se haga de esa sustancia.

APARTE P: Incluir mención al artículo 2I, en el artículo 10
El artículo 10 del Protocolo se refiere al mecanismo financiero y de

cooperación para que los países del artículo 5º puedan aplicar las medidas
de control previstas en los artículos 2 A a 2 E. La Enmienda agrega en esta
parte el nuevo artículo 2I para cobijar con esta disposición a la nueva
sustancia.

APARTE Q: Incluir mención al artículo 2I, en el artículo 17
El artículo 17 del Protocolo se refiere a la adhesión al Protocolo

después de su entrada en vigor, y cómo todo Estado u Organización
Económica Regional adquirirá inmediatamente todas las obligaciones de
control para todas las sustancias incluidas en el Protocolo, y la Enmienda
adiciona el artículo 2I en esta parte.

APARTE R: Añadir un nuevo Grupo al Anexo C
Esta parte incluye formalmente un nuevo “Grupo III” que se adiciona

al Anexo C del Protocolo, para adicionar el Bromoclorometano (CH
2
BrCI),

y señalar su potencial agotador o destructor de la capa de ozono en 0,12.
CONSIDERACIONES

• Si bien Colombia ha desarrollado la mayor parte de sus proyectos de
reconversión de tecnologías basadas en CFC para utilizar HCFC, no se
considera que a través de la Enmienda, la cual tiende a la reducción,
producción y el consumo de esta sustancia, se afecte el suministro de la
misma para el país en el mediano plazo (20 años a partir de ahora teniendo
en cuenta que su eliminación total está prevista para el año 2040).

• Como se señaló, en Colombia no se ha identificado ni producción ni
consumo de Bromoclorometano, por lo que al ratificar esta Enmienda, el
país estaría en cumplimiento de lo establecido por el artículo 2I.

• El uso de Bromuro de Metilo en Colombia está restringido por la
Resolución 2152 de 1996 del Ministerio de Salud y lo limita solo a ser
usado en sistemas cerrados para cuarentenario.

• Recientemente, en el ámbito del Protocolo ha surgido una discusión
en torno a las consecuencias jurídicas tanto para países productores como

consumidores de HCFC no Partes de las Enmiendas de Copenhague y/o
de Beijing, dado que la primera introdujo controles sobre el consumo y
la segunda sobre la producción y ambas a su vez, prohíben el comercio
de dicha sustancia con países que no hayan ratificado dichas Enmiendas.

Dado el significativo número de países que no han ratificado las
enmiendas de Copenhague y de Beijing, podría traer como consecuencia
que algunos países se encuentren en la imposibilidad de importar y/o
exportar HCFC a partir del 1º de enero de 2004, y aquellos países
productores que hayan ratificado ambas Enmiendas, podrían verse
impedidos para abastecer a sus clientes en países que aún no las han
ratificado; así mismo, un país neto importador podría verse impedido de
comprarle a un país productor que tampoco las haya ratificado.

En este escenario, si se llegare a concluir que un país solo puede
importar HCFC siempre que sea Parte en la Enmienda de Beijing,
Colombia, mientras adelanta el trámite de aprobación legislativa, de
revisión constitucional y de perfeccionamiento del vínculo internacional,
podría, para poder importar dicha sustancia, acudir a lo dispuesto por el
artículo 4º (8) del Protocolo que establece: “No obstante lo dispuesto en
este artículo, podrán permitirse las importaciones mencionadas en los
párrafos 1 a 4 ter del presente artículo, desde y hacia cualquier Estado
que no sea Parte en este Protocolo si en una Reunión de las Partes se
determina que ese Estado cumple cabalmente con lo dispuesto en los
artículos 2, 2 A a 2 I y el presente artículo y ha presentado datos a tal
efecto en la forma prevista en el artículo 7º”.

Con respecto a lo señalado en la última parte del artículo 4(8), cabe
señalar que Colombia cumple cabalmente con lo dispuesto en los
artículos 2, 2 A a 2I, los cuales hacen referencia a los compromisos de
congelación y reducción de la producción y consumo de las otras
sustancias agotadoras de la capa de ozono controladas por el Protocolo.

Lo anterior significa que es posible que la Reunión de las Partes
acuerde que los países no Parte de la presente Enmienda, remitan la
información requerida para la 16ª Reunión de las Partes y por lo tanto
podrían estar exentos de las prohibiciones comerciales hasta que las
ratificaciones de las Enmiendas sean presentadas, lo cual sería un
compromiso de los gobiernos.

Para Colombia resulta de la mayor conveniencia y urgencia llevar a
cabo el proceso de ratificación de la presente Enmienda; por tanto, el
Gobierno Nacional, a través de la Ministra de Relaciones Exteriores y la
Ministra de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, solicita al
honorable Congreso Nacional que apruebe la “Enmienda del Protocolo
de Montreal relativo a las sustancias que agotan la capa de ozono”,
adoptada en Beijing, China, el 3 de diciembre de 1999.

De los honorables Senadores y Representantes,
Carolina Barco Isakson, Ministra de Relaciones Exteriores; Sandra

del Rosario Suárez Pérez, Ministra de Ambiente, Vivienda y Desarrollo
Territorial.

LEY 424 DE 1998
(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacionales
suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presentará
anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores de
Senado y Cámara, y dentro de los primeros treinta días calendario
posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un
informe pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y
desarrollando los Convenios Internacionales vigentes suscritos por
Colombia con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada de
ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir la
reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente al
Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisiones Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará como
anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que el
Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del Congreso.
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Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República.

Amylkar Acosta Medina.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Carlos Ardila Ballesteros.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Diego Vivas Tafur.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO

La Ministra de Relaciones Exteriores,
María Emma Mejía Vélez.

SENADO DE LA REPUBLICA
SECCION DE LEYES

SECRETARIA GENERAL - TRAMITACION DE LEYES
Bogotá, D. C., marzo 25 de 2004
Señor Presidente:
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de ley número 201

de 2004 Senado, por medio de la cual se aprueba la “Enmienda del
Protocolo de Montreal relativo a las sustancias que agotan la capa de
ozono”, adoptada en Beijing, China, el 3 de diciembre de 1999, me
permito pasar a su despacho el expediente de la mencionada iniciativa
que fue presentada en el día de hoy ante Secretaría General. La materia
de que trata el mencionado proyecto de ley es competencia de la
Comisión Segunda Constitucional Permanente, de conformidad con las
disposiciones reglamentarias y de ley.

Emilio Otero Dajud,

Secretario General
Honorable Senado de la República.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO
DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., marzo 25 de 2004
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por

repartido el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Segunda
Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el
fin de que sea publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Germán Vargas Lleras.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Otero Dajud.

SENADO DE LA REPUBLICA
Secretaría General (artículos 139 y ss. Ley 5ª de 1992)

El día... del mes... del año... se radicó en este Despacho el Proyecto de
ley número..., con todos y cada uno de los requisitos constitucionales y
legales, por...

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

* * *
PROYECTO DE LEY NUMERO 202 DE 2004 SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Protocolo facultativo de la Convención
sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la
mujer”, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el seis

(6) de octubre de mil novecientos noventa y nueve (1999).
El Congreso de la República

Visto el texto del “Protocolo facultativo de la Convención sobre la
eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer”,
adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el seis (6)
de octubre de mil novecientos noventa y nueve (1999).

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del
instrumento internacional mencionado).

Protocolo facultativo de la Convención sobre la eliminación de
todas las formas de discriminación contra la mujer

Los Estados Partes en el presente Protocolo,

Observando que en la Carta de las Naciones Unidas se reafirma la fe
en los derechos humanos fundamentales, en la dignidad y el valor de la
persona humana y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres,

Señalando que en la Declaración Universal de Derechos Humanos se
proclama que todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad
y derechos y que toda persona tiene todos los derechos y libertades en ella
proclamados sin distinción alguna, inclusive las basadas en el sexo,

Recordando que los Pactos internacionales de derechos humanos y
otros instrumentos internacionales de derechos humanos prohíben la
discriminación por motivos de sexo,

Recordando asimismo la Convención sobre la eliminación de todas
las formas de discriminación contra la mujer (“la Convención”), en la que
los Estados Partes en ella condenan la discriminación contra la mujer en
todas sus formas y convienen en seguir, por todos los medios apropiados
y sin dilaciones, una política encaminada a eliminar la discriminación
contra la mujer,

Reafirmando su decisión de asegurar a la mujer el disfrute pleno y en
condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y todas las
libertades fundamentales y de adoptar medidas eficaces para evitar las
violaciones de esos derechos y esas libertades,

Acuerdan lo siguiente:

Artículo 1º

Todo Estado Parte en el presente Protocolo (“Estado Parte”) reconoce
la competencia del Comité para la Eliminación de la Discriminación
contra la Mujer (“el Comité”) para recibir y considerar las comunicaciones
presentadas de conformidad con el artículo 2º.

Artículo 2º

Las comunicaciones podrán ser presentadas por personas o grupos de
personas que se hallen bajo la jurisdicción del Estado Parte y que aleguen
ser víctimas de una violación por ese Estado Parte de cualquiera de los
derechos enunciados en la Convención, o en nombre de esas personas o
grupos de personas. Cuando se presente una comunicación en nombre de
personas o grupos de personas, se requerirá su consentimiento, a menos
que el autor pueda justificar el actuar en su nombre sin tal consentimiento.

Artículo 3º

Las comunicaciones se presentarán por escrito y no podrán ser
anónimas. El Comité no recibirá comunicación alguna que concierna a un
Estado Parte en la Convención que no sea parte en el presente Protocolo.

Artículo 4º

1. El Comité no examinará una comunicación a menos que se haya
cerciorado de que se han agotado todos los recursos de la jurisdicción
interna, salvo que la tramitación de esos recursos se prolongue
injustificadamente o no sea probable que brinde por resultado un remedio
efectivo.

2. El Comité declarará inadmisible toda comunicación que:
a) Se refiera a una cuestión que ya ha sido examinada por el Comité

o ya ha sido o esté siendo examinada con arreglo a otro procedimiento de
examen o arreglo internacionales;

b) Sea incompatible con las disposiciones de la Convención;
c) Sea manifiestamente infundada o esté insuficientemente sustanciada;
d) Constituya un abuso del derecho a presentar una comunicación;
e) Los hechos objeto de la comunicación hayan sucedido antes de la

fecha de entrada en vigor del presente Protocolo para el Estado Parte
interesado, salvo que esos hechos continúen produciéndose después de
esa fecha.

Artículo 5º

1. Tras haber recibido una comunicación y antes de llegar a una
conclusión sobre sus fundamentos, en cualquier momento el Comité
podrá dirigir al Estado Parte interesado, a los fines de su examen urgente,
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una solicitud para que adopte las medidas provisionales necesarias para
evitar posibles daños irreparables a la víctima o las víctimas de la
supuesta violación.

2. Cuando el Comité ejerce sus facultades discrecionales en virtud del
párrafo 1 del presente artículo, ello no implica juicio alguno sobre la
admisibilidad o sobre el fondo de la comunicación.

Artículo 6º

1. A menos que el Comité considere que una comunicación es
inadmisible sin remisión al Estado Parte interesado, y siempre que la
persona o personas interesadas consientan en que se revele su identidad
a dicho Estado Parte, el Comité pondrá en conocimiento del Estado Parte,
de forma confidencial, toda comunicación que reciba con arreglo al
presente Protocolo.

2. En un plazo de seis meses, ese Estado Parte presentará al Comité por
escrito explicaciones o declaraciones en las que se aclare la cuestión y se
indiquen las medidas correctivas que hubiere adoptado el Estado Parte,
de haberlas.

Artículo 7º

1. El Comité examinará las comunicaciones que reciba en virtud del
presente Protocolo a la luz de toda la información puesta a su disposición
por personas o grupos de personas, o en su nombre, y por el Estado Parte
interesado, siempre que esa información sea transmitida a las partes
interesadas.

2. El Comité examinará en sesiones privadas las comunicaciones que
reciba en virtud del presente Protocolo.

3. Tras examinar una comunicación, el Comité hará llegar sus opiniones
sobre la comunicación, conjuntamente con sus recomendaciones, si las
hubiere, a las partes interesadas.

4. El Estado Parte dará la debida consideración a las opiniones del
Comité, así como a sus recomendaciones, si las hubiere, y enviará al
Comité, en un plazo de seis meses, una respuesta por escrito, especialmente
información sobre toda medida que se hubiera adoptado en función de las
opiniones y recomendaciones del Comité.

5. El Comité podrá invitar al Estado Parte a presentar más información
sobre cualesquiera medidas que el Estado Parte hubiera adoptado en
respuesta a las opiniones o recomendaciones del Comité, si las hubiere,
incluso, si el Comité lo considera apropiado, en los informes que presente
más adelante el Estado Parte de conformidad con el artículo 18 de la
Convención.

Artículo 8º

1. Si el Comité recibe información fidedigna que revele violaciones
graves o sistemáticas por un Estado Parte de los derechos enunciados en
la Convención, el Comité invitará a ese Estado Parte a colaborar en el
examen de la información y, a esos efectos, a presentar observaciones
sobre dicha información.

2. Tomando en consideración las observaciones que haya presentado
el Estado Parte interesado, así como toda información fidedigna que esté
a disposición suya, el Comité podrá encargar a uno o más de sus
miembros que realice una investigación y presente con carácter urgente
un informe al comité. Cuando se justifique y con el consentimiento del
Estado Parte, la investigación podrá incluir una visita a su territorio.

3. Tras examinar las conclusiones de la investigación, el Comité las
transmitirá al Estado Parte interesado junto con las observaciones y
recomendaciones que estime oportunas.

4. En un plazo de seis meses después de recibir los resultados de la
investigación y las observaciones y recomendaciones que le transmita el
Comité, el Estado Parte interesado presentará sus propias observaciones
al Comité.

5. La investigación será de carácter confidencial y en todas sus etapas
se solicitará la colaboración del Estado Parte.

Artículo 9º

1. El Comité podrá invitar al Estado Parte interesado a que incluya en
el informe que ha de presentar con arreglo al artículo 18 de la Convención
pormenores sobre cualesquiera medidas que hubiere adoptado en respuesta
a una investigación efectuada con arreglo al artículo 8º del presente
Protocolo.

2. Transcurrido el período de seis meses indicado en el párrafo 4 del
artículo 8º, el Comité podrá, si es necesario, invitar al Estado Parte
interesado a que le informe sobre cualquier medida adoptada como
resultado de la investigación.

Artículo 10

1. Todo Estado Parte podrá, al momento de la firma o ratificación del
presente Protocolo, o de la adhesión a él, declarar que no reconoce la
competencia del Comité establecida en los artículos 8º y 9º.

2. Todo Estado Parte que haya hecho una declaración con arreglo al
párrafo 1 del presente artículo podrá retirar esa declaración en cualquier
momento, previa notificación al Secretario General.

Artículo 11

Cada Estado Parte adoptará todas las medidas necesarias Para garantizar
que las personas que se hallen bajo su jurisdicción no sean objeto de
malos tratos ni intimidación como consecuencia de cualquier
comunicación con el Comité de conformidad con el presente Protocolo.

Artículo 12

El Comité incluirá en el informe anual que ha de presentar con arreglo
al artículo 21 de la Convención, un resumen de sus actividades en virtud
del presente Protocolo.

Artículo 13

Cada Estado Parte se compromete a dar a conocer ampliamente la
Convención y el presente Protocolo y a darles publicidad, así como a
facilitar el acceso a información acerca de las opiniones y recomendaciones
del Comité, en particular respecto de las cuestiones que guarden relación
con ese Estado Parte.

Artículo 14

El Comité elaborará su propio reglamento, que aplicará en ejercicio de
las funciones que le confiere el presente Protocolo.

Artículo 15

1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de cualquier Estado
que haya firmado la Convención, la haya ratificado o se haya adherido a
ella.

2. El presente Protocolo estará sujeto a ratificación por cualquier
Estado que haya ratificado la Convención o se haya adherido a ella. Los
instrumentos de ratificación se depositarán en poder del Secretario
General de las Naciones Unidas.

3. El presente Protocolo quedará abierto a la adhesión de cualquier
Estado que haya ratificado la Convención o se haya adherido a ella.

4. La adhesión se efectuará mediante el depósito del instrumento
correspondiente en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo 16

1. El presente Protocolo entrará en vigor transcurridos tres meses a
partir de la fecha en que haya sido depositado en poder del Secretario
General de las Naciones Unidas el décimo instrumento de ratificación o
de adhesión.

2. Para cada Estado que ratifique el presente Protocolo o se adhiera a
él después de su entrada en vigor, este Protocolo entrará en vigor una vez
transcurridos tres meses a partir de la fecha en que tal Estado haya
depositado su propio instrumento de ratificación o de adhesión.

Artículo 17

No se permitirá reserva alguna al presente Protocolo.
Artículo 18

1. Todo Estado Parte podrá proponer enmiendas al presente Protocolo
y presentarlas al Secretario General de las Naciones Unidas. El Secretario
General comunicará a los Estados Partes las enmiendas propuestas y les
pedirá que notifiquen si desean que se convoque una conferencia de los
Estados Partes para examinar las propuestas y someterlas a votación. Si
un tercio al menos de los Estados Partes se declara en favor de tal
conferencia, el Secretario General la convocará bajo los auspicios de las
Naciones Unidas. Toda enmienda aprobada por la mayoría de los Estados
Partes presentes y votantes en la conferencia se someterá a la aprobación
de la Asamblea General de las Naciones Unidas.
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2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aprobadas
por la Asamblea General de las Naciones Unidas y aceptadas por
una mayoría de dos tercios de los Estados Partes en el presente
Protocolo, de conformidad con sus respectivos procedimientos
constitucionales.

3. Cuando tales enmiendas entren en vigor, serán obligatorias para los
Estados Partes que las hayan aceptado, en tanto que los demás Estados
Partes seguirán obligados por las disposiciones del presente Protocolo y
por toda enmienda anterior que hubiesen aceptado.

Artículo 19

1. Cualquier Estado Parte podrá denunciar el presente Protocolo en
cualquier momento mediante notificación escrita dirigida al Secretario
General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto seis meses
después de la fecha en que el Secretario General haya recibido la
notificación.

2. La denuncia se hará sin perjuicio de que las disposiciones del
presente Protocolo sigan aplicándose a cualquier comunicación
presentada, con arreglo al artículo 2º, o cualquier investigación iniciada,
con arreglo al artículo 8º, antes de la fecha de efectividad de la denuncia.

Artículo 20

El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los
Estados:

a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones relativas al presente Protocolo;
b) La fecha en que entre en vigor el presente Protocolo y cualquier

enmienda en virtud del artículo 18;
c) Cualquier denuncia recibida en virtud del artículo 19.
Artículo 21

1. El presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español,
francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, será depositado en los
archivos de las Naciones Unidas.

2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias
certificadas del presente Protocolo a todos los Estados mencionados en
el artículo 25 de la Convención.
I hereby certify that the foregoing text is a Je certifie que le texte qui précède est une

true copy of the Optional Protocol to the copie conforme du Protocole facultatif à la

Convention on the Elimination of All  Convention sur l’élimination de toutes les

forms of Discrimination against Women, formes de discrimination à l’égard des

adopted by the General Assembly of the femmes, adopté par l’Assemlée générale des

United Nations on 6 October 1999, the Nations Unies le 6 octobre 1999, et dont

original of which is deposited with the l’original se trouve déposé apures du

Secretary-General of the United Nations. Secrétaire general des Nations Unies.

For the Secretary-General, Pour le Secrétaire général,
The Legal Counsel Le Conseiller juridique

(Under-Secretary-General (Secrétaire général adjoint
for Legal Affairs) aux affaires juridiques)

Hans Corell
United Nations, New York Organisation des Nations Unies

10 November 1999 New York, le 10 novembre 1999
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA
Bogotá, D. C., 3 de septiembre de 2003
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ

La Ministra de Relaciones Exteriores,
(Fdo.) Carolina Barco Isakson.

DECRETA:
Artículo 1º. Apruébase la “Protocolo facultativo de la Convención

sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la
mujer”, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, el
seis (6) de octubre de mil novecientos noventa y nueve (1999).

Artículo 2º. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la
Ley 7ª de 1944, el “Protocolo facultativo de la Convención sobre la
eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer”,
adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, el seis (6) de
octubre de mil novecientos noventa y nueve (1999), que por el artículo
1º de esta ley se aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que se
perfeccione el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3º. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
Dada en Bogotá, D. C., a...
Presentado al honorable Congreso de la República por el Ministro del

Interior y de Justicia y la Ministra de Relaciones Exteriores.
El Ministro del Interior y de Justicia,

Sabas Eduardo Pretelt de la Vega.

La Ministra de Relaciones Exteriores,
Carolina Barco Isakson.

EXPOSICION DE MOTIVOS

Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento de los artículos

150 numeral 16 y 189 numeral 2 de la Constitución Política de Colombia,
presentamos a consideración del honorable Congreso de la República el
proyecto de ley por medio de la cual se aprueba el “Protocolo facultativo
de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de
discriminación contra la mujer”, adoptado por la Asamblea General de
las Naciones Unidas el seis (6) de octubre de mil novecientos noventa y
nueve (1999).

El Protocolo permite elevar denuncias por violación de los derechos
de la mujer, ante el Comité para la Eliminación de la Discriminación
contra la Mujer (CEDAW), una instancia de 23 expertas encargada de
vigilar la aplicación de la Convención.

El Protocolo consta de un total de 21 artículos, entre los que se
destacan los relativos a las condiciones para presentar comunicaciones
ante “El Comité”, que tengan por objeto alegar una violación de los
derechos enunciados en la Convención. Tales condiciones son:

• El Estado acusado debe ser Parte en el Protocolo.

• El Estado acusado debe haber violado uno de los derechos
establecidos en la Convención.

• El reclamante debe haber agotado todos los recursos establecidos
en la jurisdicción interna, a excepción de que el agotamiento de estos
recursos se prolongue injustificadamente, o no sea probable que brinde
un remedio efectivo.

• Los hechos manifestados en la comunicación deben haberse
presentado después de la entrada en vigor del Protocolo, a menos que
continúen ocurriendo después de esta fecha.

• La comunicación no debe estar pendiente de otro proceso
internacional o haber sido estudiada por el Comité con anterioridad.

Colombia es Parte de la Convención sobre Eliminación de todas las
Formas de Discriminación contra la Mujer, aprobada mediante Ley 51 de
1981, ratificada el 19 de enero de 1982. Dicha Convención condena la
discriminación contra la mujer en todas sus formas y obliga a los Estados
a adoptar una política encaminada a eliminar esta discriminación por
todos los medios apropiados y sin dilaciones. Colombia es parte de la
Convención desde el año 1983. Al suscribir el Protocolo manifestó que:
“(...) este es un paso más en la búsqueda por el respeto a los derechos
humanos y por la igualdad de condiciones entre hombres y mujeres
consagrada en la Constitución Nacional...”.

En lo que hace a la ratificación del Protocolo, a la decisión de las
instancias gubernamentales más relevantes en la materia se suma lo
expresado por un amplio número de congresistas mujeres; diversas
organizaciones no gubernamentales y del sector académico, que han
solicitado al Gobierno Nacional la presentación del Protocolo a
consideración del honorable Congreso de la República.

Así, por ejemplo, en opinión del Programa de Derechos Humanos,
Derecho Internacional Humanitario y Paz de la Universidad Javeriana,
en un detallado concepto elaborado a solicitud de la Consejería Presidencial
para la Equidad de la Mujer, se destaca:
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“(...) La ratificación del Protocolo facultativo de la Convención para
la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer
(CEDAW) –Ley 51 de 1981 de la República de Colombia–, sin ningún
tipo de declaración unilateral, se constituye en un acto jurídico coherente
del Gobierno frente a su Política de Construcción de Equidad entre
Mujeres y Hombres –social, cultural, política, económica, familiar– y su
Política Nacional e Internacional de defensa y protección de los Derechos
Humanos, sobre todo en el contexto de guerra interna que afrontamos en
la actualidad.

Argumentos de distinto orden que procedemos a exponer demuestran
la anterior afirmación, en cuanto que propenden al cambio cultural
hacia roles masculinos y femeninos más libres, equitativos y tolerantes,
que aunque aún está lejos requiere, entre otras herramientas,
potencialidades de acción jurídica nacional e internacional. Estos son
algunos de los argumentos: Los relacionados con el marco internacional
e interamericano de derechos humanos a que se acoge Colombia; los
mandatos de la Constitución Política; los desarrollos jurisprudenciales
de la Corte Constitucional Colombiana; las Políticas Públicas con
perspectiva de género en planes sociales y de desarrollo; el marco
jurídico nacional; los procedimientos reglados ante las Comisiones de
Naciones Unidas o Interamericanas, en todo caso subsidiarios y
complementarios a los procedimientos nacionales; los conceptos de
Derecho Internacional sobre reservas y declaraciones.

La ratificación del Protocolo Facultativo1 de la CEDAW se constituye
en una oportunidad para el Gobierno colombiano. Primero, porque da
otro paso adelante para continuar en la transición de la justicia formal
a la justicia material para ciudadanas y ciudadanos, pues los instrumentos
internacionales que permiten a un gobierno democrático exponer sus
acciones en defensa de los derechos humanos amplían la legitimidad del
mismo y el apoyo de sus nacionales, en la medida en que estos/as
perciben un mensaje de compromiso, seriedad, transparencia y voluntad
positiva de control de los órganos estatales. En segundo lugar, es el
momento de cumplir con la difusión de la CEDAW tal como lo obliga su
articulado y lo recomienda el Comité (1999) para generar un proceso
dialéctico con el que se logre cambios culturales y sociales sobre la
especificidad en los derechos humanos de las mujeres, para propender
a  nuevas actitudes entre los jueces y funcionarios públicos por ejemplo,
para que estén más dispuestos a respetar, garantizar y materializar los
derechos de las mujeres bajo la jurisdicción nacional. En consecuencia,
para que sea mínima la necesidad de recurrir a Comités Internacionales
de Derechos Humanos a los que, en todo caso, debe someterse Colombia,
a través de informes, como parte de su compromiso.

La actual política del Gobierno, liderada por la Vicepresidencia de la
República y su Oficina de Derechos Humanos, así como la decisión de
permanencia de la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer,
son interpretadas por las mujeres como señales de compromiso con la
igualdad real, y no solo formal, entre mujeres y hombres, como la
voluntad de materializar el respeto de los derechos de las humanas, como
un deseo por cerrar la brecha de inequidad construida desde patrones de
género patriarcales y jerárquicos que discriminan a la mujer en lo
laboral, familiar, económico, político y representativo, entre otros”.

Los fines de la “Convención sobre la eliminación de todas las formas
de discriminación contra la mujer” son igualmente coincidentes con los
avances del Estado colombiano en materia de igualdad de género.

Hoy son evidentes los avances en cuanto al reconocimiento efectivo
de la igualdad entre hombres y mujeres. Baste recordar que bien entrado
el siglo XX, las mujeres en Colombia tenían restringida su ciudadanía, se
les equiparaba a los menores y dementes en la administración de sus
bienes, no podían ejercer la patria potestad, se les obligaba a adoptar el
apellido del marido, agregándole al suyo la partícula “de” como símbolo
de pertenencia, entre otras limitaciones.

Poco a poco la lucha de las mujeres por lograr el reconocimiento de
una igualdad jurídica, de la mano con la acción gubernamental se fue
concretando en diversas normas que ayudaron a transformar ese estado
de cosas. Así, por ejemplo, en materia política, en 1954 se les reconoció
el derecho al sufragio, que pudo ser ejercido por primera vez en 1957. En
materia de educación, mediante el Decreto 1972 de 1933 se permitió a la
población femenina acceder a la Universidad. En el ámbito civil, la Ley

28 de 1932 reconoció a la mujer casada la libre administración y
disposición de sus bienes y abolió la potestad marital, de manera que el
hombre dejó de ser su representante legal.

El Decreto 2820 de 1974 concedió la patria potestad tanto al hombre
como a la mujer, eliminó la obligación de obediencia al marido, y la de
vivir con él y seguirle adonde quiera que se trasladase su residencia; el
artículo 94 Decreto Ley 999 de 1988 abolió la obligación de llevar el
apellido del esposo, y las Leyes 1ª de 1976 y 75 de 1968 introdujeron
reformas de señalada importancia en el camino hacia la igualdad de los
sexos ante la ley. En materia laboral, la Ley 83 de 1931 permitió a la mujer
trabajadora recibir directamente su salario. En 1938, se pusieron en vigor
normas sobre protección a la maternidad, recomendadas por la OIT desde
1919, entre otras, las que reconocían una licencia remunerada de ocho
semanas tras el parto, ampliada a doce semanas mediante la Ley 50 de
1990. Por su parte, mediante el Decreto 2351 de 1965 se prohibió
despedir a la mujer en estado de embarazo.

A este propósito de reconocimiento de la igualdad jurídica de la mujer
se sumo también el Constituyente de 1991. Por primera vez en nuestro
ordenamiento superior se reconoció expresamente que “la mujer y el
hombre tienen iguales derechos y oportunidades” y que “la mujer no
podrá ser sometida a ninguna clase de discriminación”.

Contexto internacional

Los compromisos internacionales adquiridos por Colombia en relación
con la mujer se encuentran consignados en:

a) Los Tratados Internacionales de Derechos Humanos en su conjunto;
b) La Convención para la eliminación de todas las formas de

discriminación contra la mujer y la Convención de Belem do Pará para
prevenir y sancionar la violencia contra la mujer, entre otros;

c) La IV Conferencia de la Mujer, Beijing 1995: Plataforma de acción;
d) Las Conferencias Mundiales Sectoriales: Ambiente, Derechos

Humanos, Población, Cumbre Social y Urbana;
e) Las Cumbres Iberoamericanas de Presidentes y Jefes de Estado;
f) La VI Cumbre sobre Gobernabilidad Democrática; y
g) Las Cumbres Interamericanas de Presidentes: Miami y Chile, Tema

18.
En opinión de las Naciones Unidas, la igualdad es la piedra angular de

toda sociedad que aspire a la democracia, la justicia social y los derechos
humanos. Prácticamente en todas las sociedades y ámbitos de actividad,
la mujer está sujeta a desigualdades de hecho y de derecho. Esta situación
se debe a que hay discriminación en la familia, la comunidad y el lugar
de trabajo, y se agrava por esta circunstancia. Aunque sus causas y efectos
varían según los países, la discriminación de la mujer está generalizada
y se ve perpetuada por la supervivencia de prejuicios y tradiciones
nocivos para ella.

La labor de las Naciones Unidas para documentar la situación real de
la mujer en todo el mundo ha aportado algunas estadísticas alarmantes de
la disparidad económica y social entre el hombre y la mujer. De los 1.300
millones de personas que viven en la pobreza, el 70% son mujeres. La
creciente pobreza de las mujeres se ha atribuido directamente a su
desigualdad en el mercado de trabajo, en el sistema de bienestar social y
en su posición y poder en la familia. Las mujeres constituyen la mayoría
de las personas analfabetas del mundo. En todas partes las mujeres
trabajan más horas que los hombres, y la mayor parte de su trabajo no es
retribuido ni agradecido y es infravalorado.

Las mujeres ocupan entre el 10% y el 20% de los puestos de
administración y gestión en todo el mundo y menos del 20% de los
puestos de trabajo en las fábricas. Las mujeres reciben una parte
excesivamente pequeña de los créditos concedidos por las instituciones
bancarias. La participación de la mujer en la toma de decisiones económicas

1 Adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su Resolución A/54/4
del 6 de octubre de 1999 y abierto a la firma el 10 de diciembre de 1999. Entró en
vigor el 22 de diciembre de 2000. Colombia firmó el Protocolo y según el artículo
16 del instrumento: Para cada Estado que ratifique el presente Protocolo o se
adhiera a él después de su entrada en vigor, este Protocolo entrará en vigor una
vez transcurridos tres meses a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado
su propio instrumento de ratificación o adhesión.
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y políticas sigue siendo muy reducida. Las mujeres ocupan solo el 10%
de los escaños parlamentarios y son menos del 5% de los Jefes de Estado.
La prueba más clara de la baja posición asignada a la mujer es la
discriminación jurídica. En muchos países, el trato de la mujer en cuanto
a derecho de propiedad, derechos de sucesión, derecho matrimonial y
divorcio, derecho a adquirir la nacionalidad y derecho a administrar
bienes u obtener empleo reflejan la desigualdad del hombre y la mujer.

La idea de igualdad significa mucho más que tratar a todos de la misma
manera. El trato igual de personas que se encuentran en situaciones
desiguales perpetuará la injusticia en vez de erradicarla. La verdadera
igualdad solo puede alcanzarse mediante esfuerzos que rectifiquen los
actuales desequilibrios. En este amplio contexto, el tema “los derechos
de la mujer, responsabilidad de todos” tiene un significado especial.

Avances en el plano internacional

Entre los principales avances alcanzados en las últimas décadas a
nivel internacional, a favor de la mujer, se destacan los siguientes:

• Celebración de cuatro conferencias mundiales de la ONU (México,
1975; Copenhague, 1980; Nairobi, 1985 y Beijing, 1995), sobre las
mujeres y propuesta estrategias para su avance integral.

• La superación de ciertos debates en torno al reconocimiento de la
discriminación histórica de las mujeres.

• La necesidad de que existan instituciones públicas y privadas
específicamente dedicadas a dar respuesta a las necesidades e intereses
de las mujeres.

• La necesidad de que las acciones dirigidas a las mujeres se realicen
de manera integrada, sistémica (transversal), tocando con todos los
sectores que comprenden las iniciativas de desarrollo. (Gender
Mainstreaming).

• El abandono del criterio de que las mujeres son un grupo vulnerable
y el reconocimiento de que constituyen la mitad de la población.

• El dejar de lado la consideración de la situación de las mujeres en
conexión con el tema de la familia. El reconocimiento de la universalidad
de los derechos humanos de las mujeres; y

• La plena aceptación del enfoque y los criterios de género.
Objetivos estratégicos de la Plataforma de Acción de Beijing en

DDHH y principales recomendaciones a los gobiernos:

La Plataforma de Acción de Beijing es sin duda el compromiso que
mayor dinámica viene demandando de los Estados. A partir de los doce
temas que comprende la Plataforma –Pobreza, Violencia, Conflictos
Armados, Trabajo, Salud, Educación, Medios de Difusión, Medio
Ambiente, Mecanismos Nacionales, Niña, Derechos Humanos y Poder
y Toma de Decisiones–, las expertas del Comité suelen destacar los
siguientes objetivos:

• Promover y proteger los DD HH de las mujeres mediante la plena
aplicación de los instrumentos internacionales, especialmente la CEDAW
y fomentar la adquisición de conocimientos jurídicos elementales.

En este ámbito se destacan: Ratificar los tratados; ratificar la CEDAW;
limitar el alcance de las reservas; considerar la creación de Planes
Nacionales de Acción en DD HHH, que consideren los derechos de las
mujeres; crear o fortalecer las instituciones nacionales de protección de
los DD de las mujeres; convalidar la legislación nacional con la CEDAW;
educación en DD HH; adoptar enfoque de género en los informes
dirigidos a los Comités; apoyo al Comité CEDAW, a la CSW y al
Protocolo Facultativo de la CEDAW.

• Garantizar la igualdad y no discriminación en la ley y en los hechos

Prevé: Priorizar la promoción y protección de los DD HH sin
discriminación de ningún grupo o sector; garantías constitucionales y
legislación contra la discriminación; incorporación en la ley del principio
de igualdad; convalidar la legislación y normas consuetudinarias con los
tratados internacionales de DD HH; establecimiento de programas de
protección de los DD HH de las mujeres; adopción urgente de medidas
contra la violencia; prohibir la clitoridectomía; capacitación
género-sensitiva en DD HH a funcionarios/as a cargo del cumplimiento
de la ley; establecimiento de mecanismos de investigación de violaciones
de DD de las mujeres por parte de funcionarios públicos; garantizar la
protección efectiva de derechos de las mujeres en la legislación penal;

existencia de servicios gratuitos de asistencia jurídica para las mujeres;
protección y garantías a las mujeres y ONG de DD HH, por su trabajo a
favor del tema; garantizar el enfoque de género en las iniciativas de DD
HH.

• Fomentar la adquisición de conocimientos jurídicos elementales

Demanda: Traducción de los tratados a las lenguas nacionales;
divulgación de la información sobre DDHH; divulgación de la legislación
nacional e internacional; introducir los DDHH en el sistema educativo;
promover la articulación y coordinación de todas y todos quienes
trabajan en el tema, incluyendo las ONG; promoción de la educación en
DD HH, especialmente entre mujeres; medidas especiales para las
mujeres refugiadas, desplazadas, migrantes, dirigidas a sensibilizarlas
sobre sus derechos.

A la fecha, el Protocolo ha sido ratificado por un amplio número de
países. En el ámbito latinoamericano se destacan los siguientes: Bolivia,
Brasil, Costa Rica, Ecuador, Guatemala, México, Panamá, Paraguay,
Perú, Uruguay y Venezuela.

Teniendo en cuenta lo anterior, el Gobierno Nacional, a través del
Ministro del Interior y de Justicia, y de la Ministra de Relaciones
Exteriores, solicita al honorable Congreso de la República, aprobar el
“Protocolo facultativo de la Convención sobre la eliminación de todas las
formas de discriminación contra la mujer”, adoptado por la Asamblea
General de las Naciones Unidas el seis (6) de octubre de mil novecientos
noventa y nueve (1999).

De los honorables Congresistas,
Sabas Eduardo Pretelt de la Vega, Ministro del Interior y de Justicia;

Carolina Barco Isakson, Ministra de Relaciones Exteriores.
LEY 424 DE 1998

(enero 13)
por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacionales

suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presentará
anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores de
Senado y Cámara, y dentro de los primeros treinta días calendario
posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un
informe pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y
desarrollando los Convenios Internacionales vigentes suscritos por
Colombia con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada de
ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir la
reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente al
Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisiones Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará como
anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que el
Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del
Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República.

Amylkar Acosta Medina.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Carlos Ardila Ballesteros.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Diego Vivas Tafur.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO

La Ministra de Relaciones Exteriores,
María Emma Mejía Vélez.
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SENADO DE LA REPUBLICA
SECCION DE LEYES

SECRETARIA GENERAL - TRAMITACION DE LEYES
Bogotá, D. C., marzo 25 de 2004
Señor Presidente:
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de ley número 202

de 2004 Senado, por medio de la cual se aprueba el “Protocolo
facultativo de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de
discriminación contra la mujer”, adoptado por la Asamblea General de
las Naciones Unidas el seis (6) de octubre de mil novecientos noventa y
nueve (1999), me permito pasar a su despacho el expediente de la
mencionada iniciativa que fue presentada en el día de hoy ante Secretaría
General. La materia de que trata el mencionado proyecto de ley es
competencia de la Comisión Segunda Constitucional Permanente, de
conformidad con las disposiciones reglamentarias y de ley.

Emilio Otero Dajud,

Secretario General
Honorable Senado de la República.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO
DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., marzo 25 de 2004
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por

repartido el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Segunda
Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el
fin de que sea publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Germán Vargas Lleras.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Otero Dajud.

* * *
PROYECTO DE LEY NUMERO 203 DE 2004 SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Memorando de entendimiento entre
el Gobierno de Australia y el Gobierno de Colombia sobre cooperación
en el campo de la educación y la capacitación, suscrito el seis (6)

de agosto de 2002.
El Congreso de la República

Visto el texto del “Memorando de entendimiento entre el Gobierno
de Australia y el Gobierno de Colombia sobre cooperación en el
campo de la educación y la capacitación, suscrito el seis (6) de agosto
de 2002.

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del
instrumento internacional mencionado).

MEMORANDO DE ENTENDIMIENTO ENTRE EL GO-
BIERNO DE AUSTRALIA Y EL GOBIERNO DE COLOMBIA
SOBRE COOPERACION EN EL CAMPO DE LA EDUCACION Y
LA CAPACITACION

Guiados por el deseo de realzar las amigables relaciones bilaterales
entre ambas naciones en el campo de la educación y de la capacitación,
y considerando la importancia de la educación como un factor de
desarrollo económico, así como medio para estrechar los vínculos entre
sus pueblos, el Gobierno de Australia y el Gobierno de Colombia
(denominados en Adelante como las “Partes”) suscriben los siguientes
entendimientos:

PARAGRAFO 1º

Este Memorando de entendimiento sienta las bases del marco de
trabajo dentro del cual las Partes deben considerar de manera conjunta los
programas de cooperación en educación y capacitación sobre la base de
la reciprocidad y del beneficio mutuo.

PARAGRAFO 2º

Las Partes harán todo lo que esté a su alcance por fomentar y facilitar,
según sea el caso y de conformidad con las leyes y reglamentaciones
pertinentes de ambas Partes, el desarrollo de contactos y cooperación

entre las agencias del gobierno, las instituciones educativas, organizaciones
y demás entidades de Australia y de Colombia y el perfeccionamiento de
otros convenios entre dichos organismos para llevar a cabo las actividades
de cooperación.

Para tal fin, cada una de las Partes podrá:
(a) facilitar el intercambio de personal académico y estudiantes entre

colegios e instituciones reconocidos de educación superior y vocacional;
(b) fomentar la asistencia mutua y el intercambio de información en

áreas de interés en colegios de educación superior y vocacional;
(c) facilitar la organización de exhibiciones y seminarios especializados;
(d) respaldar el desarrollo de capacitación cooperativa, investigación

conjunta, transferencia de tecnología y consorcios entre las respectivas
autoridades e instituciones;

(e) promover el desarrollo de actividades conjuntas tendientes a la
explotación de la tecnología de la información, en particular de Internet,
en el campo de la educación;

(f) apoyar la creación de becas especialmente para estudios de posgrado,
maestrías y PhD’s en aquellas áreas de interés mutuo que conlleve a la
formación del talento humano;

(g) fomentar el intercambio lingüístico entre los dos países y el
perfeccionamiento de los idiomas, de tal forma que Australia apoye el
desarrollo de Programas para la capacitación en el inglés y Colombia en
el castellano;

(h) intercambiar información sobre las instituciones que fomentan y
regulen la educación entre sus países, academias de educación superior,
Universidades y otras entidades educativas;

(i) disponer otras formas de cooperación en educación y capacitación
que se determinen mutuamente.

PARAGRAFO 3º

Los costos de las actividades de cooperación educación de acuerdo
con este Memorando de Entendimiento serán financiados y determinados
mutuamente y sujetos a la disponibilidad de los recursos.

PARAGRAFO 4º

(a) Este Memorando de Entendimiento entrará en vigor a partir de que
las Partes se notifiquen mediante notas diplomáticas el cumplimiento de
los requisitos legales internos necesarios para la entrada en vigor del
presente Memorando;

(b) Este Memorando de Entendimiento podrá ser terminado en cualquier
momento por cualquiera de las Partes mediante aviso escrito de su
intención, a la otra Parte. La terminación se hará efectiva un mes siguiente
al aviso;

(c) En caso de terminación de este Memorando de Entendimiento y
salvo acuerdo al contrario, las disposiciones bajo el mismo continuarán
vigentes hasta tanto se lleve a cabo hasta su terminación, la implementación
de los procedimientos, planes y programas de cooperación que se hagan
de acuerdo con este Memorando;

(d) Este Memorando de Entendimiento podrá ser revisado o modificado
mediante consentimiento mutuo. Todo cambio o modificación de este
Memorando de Entendimiento podrá hacerse por acuerdo escrito entre
las Partes;

(e) Este Memorando de Entendimiento tendrá una vigencia de cinco
años, luego de los cuales se renovará por otro período de cinco años, salvo
acuerdo al contrario entre las Partes.

PARAGRAFO 5º

Ambas Partes arreglarán, amigablemente y sin demora, mediante
consultas, las discrepancias que surjan con respecto a este Memorando.

PARAGRAFO 6º

Este Memorando de Entendimiento se suscribe en inglés y castellano,
ambos textos igualmente auténticos el 6 de agosto del año 2002.

Por el Gobierno de Australia,
(Firma ilegible).

Por el Gobierno de Colombia,
(Firma ilegible).
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RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 3 de septiembre de 2003
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ

La Ministra de Relaciones Exteriores,
(Fdo.) Carolina Barco Isakson.

DECRETA:
Artículo 1º. Apruébase el “Memorando de Entendimiento entre el

Gobierno de Australia y el Gobierno de Colombia sobre cooperación en
el campo de la educación y la capacitación”, suscrito el seis (6) de agosto
de 2002.

Artículo 2º. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la
Ley 7ª de 1944, el “Memorando de Entendimiento entre el Gobierno de
Australia y el Gobierno de Colombia sobre cooperación en el campo de
la educación y la capacitación”, suscrito el seis (6) de agosto de 2002, que
por el artículo primero de esta ley se aprueba, obligará al país a partir de
la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respecto del
mismo.

Artículo 3º. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
Dada en Bogotá, D. C., a...
Presentado al honorable Congreso de la República por la Ministra de

Relaciones Exteriores y la Ministra de Educación Nacional.
Carolina Barco Isakson, Ministra de Relaciones Exteriores; Cecilia

María Vélez White, Ministra de Educación Nacional.
EXPOSICION DE MOTIVOS

Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento de los artículos

189 numeral 2, 150 numeral 16 y 224 de la Constitución Política,
presentamos a consideración del honorable Congreso de la República el
proyecto de ley por medio de la cual se aprueba el “Memorando de
Entendimiento entre el Gobierno de Australia y el Gobierno de Colombia
sobre cooperación en el campo de la educación y la capacitación”,
suscrito el seis (6) de agosto de 2002.

Consideraciones previas

Las relaciones diplomáticas con Australia, fueron establecidas el 9 de
septiembre de 1975. El punto de mayor acercamiento y de contacto
político entre Colombia y Australia lo constituye su permanencia al
“Grupo Cairns” en el seno de la Organización Mundial de Comercio,
OMC, grupo que junto con 15 países más, buscan incentivar el desarrollo
y la exportación de la producción del sector agrícola.

En el ámbito multilateral Australia hace parte de importantes foros
regionales del Asia-Pacífico a los cuales Colombia ha manifestado su
reiterado interés por ingresar: APEC, PECC y PBEC; estas instancias le
permitirán al país en el futuro una mayor cooperación económica con la
región del Asia Pacífica. Sin embargo, la negativa de algunos Estados
Miembros de admitir nuevos países, ha afectado el progreso de la
candidatura de Colombia de ser miembro en esos Foros; por ello la
suscripción y aprobación de un Memorando de Entendimiento de esta
naturaleza, será visto por Australia, como una claro testimonio de que
Colombia asume sus compromisos internacionales con respeto y
responsabilidad.

La tradición de inmigrantes sigue vigente en Australia a lo largo de sus
100 años de fundada (1901-2001) y la población latinoamericana tiene
una colonia fuerte después de la asiática y europea en el territorio
australiano, su permanencia ha fortalecido y enriquecido la diversidad
cultural que consolida la identidad nacional de Australia.

La existencia en Australia de diversos pueblos indígenas que hablan
más de cien idiomas distintos, la presencia de los colonizadores europeos,
la influencia de la Commonwealth Británica, sumado a las distintas
corrientes migratorias, hizo posible que la vigencia del principio de la
tolerancia cultural y la armonía comunitaria prevaleciera en una comunidad
diversa como la australiana.

El Gobierno colombiano ha observado en los últimos años el incremento
de las relaciones de Australia con América Latina atendiendo la relevancia
adquirida por los países del Asia-Pacífico y la dinámica del intercambio
de bienes, servicios y personas. La solidaridad del pueblo australiano
para con el colombiano se ha reflejado en el otorgamiento de becas, en
la oferta de cupos universitarios para los estudiantes y en la posibilidad
de vinculación laboral para cientos de compatriotas.

Australia es hoy en día uno de los países de más rápido crecimiento
dentro del grupo de los países en desarrollo, su economía despegó gracias
a los sectores agrícolas, ganaderos, mineros y comerciales, justo en
etapas en las cuales se encuentran países como Colombia.

Uno de los más importantes canales de acercamiento entre Colombia
y Australia es el área de la educación, visto claramente en la gran
afluencia de estudiantes colombianos a las universidades de ese país, con
el objetivo de adelantar estudios tanto en el aprendizaje del inglés como
para programas de educación superior. En agosto de 2002, los cálculos
aproximados son de 1.432 estudiantes colombianos, el número más alto
de Latinoamérica después de Brasil.

Datos recientes ofrecidos por el Consulado de Colombia en Sidney
demuestran que las cifras aumentan cada año; es decir, en el 2001, 204
estudiantes colombianos realizaban posgrado en diferentes áreas, –
excluyendo los estudiantes de programas para aprender inglés–, en el
2002 ascendió a 331 el número de inscritos en posgrado. Estas estadísticas
fueron obtenidas oficialmente por la institución encargada de la educación
internacional en Australia –IDP– con base en la información suministrada
por 39 universidades australianas. El informe indica además, que los
programas de mayor aceptación para los colombianos después del inglés,
son los relacionados con negocios, administración de empresas, economía
y financias.

Con el propósito de buscar fórmulas para que estas oportunidades se
puedan dar a un mayor número de estudiantes y también con el fin de
atraer estudiantes australianos, capacitar a profesores colombianos,
establecer alianzas entre centros educativos de educación superior,
promover el establecimiento de carreras técnicas, y fomentar el intercambio
bibliográfico, la transferencia tecnológica y la investigación conjunta, se
firmó este instrumento bilateral que permitirá facilitar la consecución de
dichos objetivos. Es de anotar que este es el primer convenio que
Colombia suscribe con Australia.

El Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios Técnicos en
el Exterior, Icetex, manifestó al Ministerio de Relaciones Exteriores que
el comportamiento de becas con Australia ha sido fructífero desde 1998
cuando se inició un acuerdo interinstitucional con la Universidad de
Wollongong lo que ha permitido el proceso de internalización de la
educación colombiana en el continente de Oceanía.

Por su parte, el Ministerio de Educación de Colombia –MEN–, está
convencido de que con la aprobación de este Memorando de Entendimiento
se aprovecharán los conocimientos y la alta tecnología de Australia en la
promoción y exportación de servicios educativos, programas de educación
virtual y a distancia, acreditación de programas virtuales e indicadores de
calidad en la gestión de las Instituciones de Educación Superior de
Colombia.

Así mismo, otras entidades adscritas al Ministerio de Educación,
como el Instituto Nacional para Ciegos, INCI, y el Instituto Nacional para
Sordos, Insor, encuentran en este acuerdo, una herramienta útil para
mejorar y fortalecer los programas en beneficio de la población
discapacitada en Colombia. Gracias a la calidad, la experiencia y los
logros alcanzados por Australia en el lenguaje de las señas y sus adelantos
en cuanto a la capacitación de profesionales que atienden a personas con
baja visión, se podrá iniciar un intercambio académico, como lo establece
el Memorando de Entendimiento, en programas relacionados con la
limitación visual y auditiva entre los dos países.

Estructura e importancia del memorando

El Memorando se compone de un preámbulo y seis parágrafos.
En el preámbulo, se consignan las razones o motivos que dieron lugar

a la suscripción del memorando como son el deseo de realzar las
relaciones bilaterales en el campo de la educación y la capacitación, la
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importancia de la educación como factor de desarrollo económico y el
propósito de contar con un instrumento que permita estrechar los vínculos
entre sus pueblos.

Los parágrafos o cláusulas sustantivas constituyen las bases del marco
de trabajo dentro del cual las partes considerarán, de manera conjunta, los
programas de cooperación en educación y capacitación sobre la base de
reciprocidad y beneficio mutuo.

Dentro del contexto del Memorando se destaca el deseo de las Partes
por fortalecer los lazos de amistad existentes entre sus respectivos
pueblos mediante el conocimiento y el intercambio de sus valores
educativos.

Los aspectos más relevantes que contempla el presente Memorando
puesto a consideración de los honorables Senadores y Representantes son
los siguientes:

1. Facilitar el intercambio de estudiantes entre reconocidas instituciones
de educación superior.

2. Animar la asistencia mutua y el intercambio de información en
áreas de interés para instituciones en educación superior.

3. Facilitar la organización de exhibiciones y seminarios especializados.
4. Apoyar la colaboración mutua para el entrenamiento, investigación,

transferencia de tecnología y empresas de riesgo compartido entre las
instituciones y autoridades respectivas de cada país.

5. Promover el desarrollo de actividades comunes que conducen a la
explotación de la tecnología de información, especialmente el Internet,
en el campo de la educación.

6. Prestar ayuda a los estudiantes, especialmente para estudios de
posgrado y maestría, en áreas de interés mutuo, con el fin de contribuir
al desarrollo del recurso humano y social de ambos países.

7. Promover los intercambios lingüísticos con el fin de desarrollar
programas para colombianos de inglés en Australia y programas de
castellano para australianos en Colombia.

8. Intercambiar información sobre las instituciones que fomentan y
regulan la educación entre sus países, instituciones de educación superior,
y otras entidades educativas.

De otra parte, el instrumento prevé claramente que los costos de las
actividades de cooperación y educación serán financiados y determinados
mutuamente y sujetos a la disponibilidad de los recursos.

Para el interés nacional reviste singular importancia las cláusulas de
este Instrumento internacional, destinado a hacer efectivas, en el campo
de la educación, el desarrollo del pueblo colombiano y de las buenas
relaciones entre los dos países.

Por las anteriores consideraciones, el Gobierno Nacional, a través de
la Ministra de Relaciones Exteriores y de la Ministra de Educación
Nacional, solicita al honorable Congreso Nacional aprobar el “Memorando
de Entendimiento entre el Gobierno de Australia y el Gobierno de
Colombia sobre cooperación en el campo de la educación y la
capacitación”, suscrito el seis (6) de agosto de 2002.

Honorables Senadores y Representantes,
Carolina Barco Isakson, Ministra de Relaciones Exteriores; Cecilia

María Vélez White, Ministra de Educación Nacional.
LEY 424 DE 1998

(enero 13)
por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacionales

suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presentará
anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores de
Senado y Cámara, y dentro de los primeros treinta días calendario
posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un
informe pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y
desarrollando los Convenios Internacionales vigentes suscritos por
Colombia con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada de
ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir la
reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente al
Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisiones Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará como
anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que el
Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República.

Amylkar Acosta Medina.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Carlos Ardila Ballesteros.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Diego Vivas Tafur.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO

La Ministra de Relaciones Exteriores,
María Emma Mejía Vélez.

SENADO DE LA REPUBLICA
SECCION DE LEYES

SECRETARIA GENERAL - TRAMITACION DE LEYES
Bogotá, D. C., marzo 25 de 2004
Señor Presidente:
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de ley número 203 de

2004 Senado, por medio de la cual se aprueba el “Memorando de
Entendimiento entre el Gobierno de Australia y el Gobierno de Colombia
sobre cooperación en el campo de la educación y la capacitación”,
suscrito el seis (6) de agosto de 2002, me permito pasar a su despacho el
expediente de la mencionada iniciativa que fue presentada en el día de hoy
ante Secretaría General. La materia de que trata el mencionado proyecto de
ley, es competencia de la Comisión Segunda Constitucional Permanente,
de conformidad con las disposiciones reglamentarias y de ley.

Emilio Otero Dajud,

Secretario General
Honorable Senado de la República.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO DE LA REPUBLICA
Bogotá, D. C., marzo 25 de 2004
De conformidad con el informe de Secretaria General, dese por

repartido el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Segunda
Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el
fin de que sea publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Germán Vargas Lleras.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Otero Dajud.

* * *
PROYECTO DE LEY NUMERO 204 DE 2004 SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo de cooperación mutua entre
el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la República
Federativa del Brasil para combatir el tráfico de aeronaves
comprometidas en actividades ilícitas transnacionales”, celebrado en
Cartagena de Indias, el siete (7) de noviembre de mil novecientos noventa

y siete (1997).
El Congreso de la República

Visto el texto del “Acuerdo de cooperación mutua entre el Gobierno
de la República de Colombia y el Gobierno de la República Federativa
del Brasil para combatir el tráfico de aeronaves comprometidas en
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actividades ilícitas transnacionales”, celebrado en Cartagena de
Indias, el siete (7) de noviembre de mil novecientos noventa y siete
(1997).

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del
instrumento internacional mencionado).

ACUERDO DE COOPERACION MUTUA ENTRE EL
GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA Y EL
GOBIERNO DE LA REPUBLICA FEDERATIVA DEL BRASIL
PARA COMBATIR EL TRAFICO DE AERONAVES COMPRO-
METIDAS EN ACTIVIDADES ILICITAS TRANSNACIONALES

El Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la
República Federativa del Brasil (que en adelante se denominarán “Partes”)

Convencidas de que el tráfico de aeronaves supuestamente involucradas
en actividades ilícitas transnacionales, particularmente el contrabando
de armas y municiones y el narcotráfico, constituye un problema que
afecta las comunidades de ambos países:

Reconociendo que la lucha contra de este problema debe realizarse
por medio de actividades concertadas y armónicas;

Interesadas en fomentar la colaboración mutua en este sentido,
Acuerdan lo siguiente:

ARTICULO I
1. Las Partes se comprometen a realizar esfuerzos conjuntos para

luchar contra el tráfico de aeronaves supuestamente comprometidas en
actividades ilícitas transnacionales, que se desplacen y realicen maniobras
por sus respectivos espacios aéreos. Las Partes Contratantes
intercambiarán la información relevante para el objetivo anterior, con la
intención de incrementar la eficacia y ampliar el propósito de la
cooperación bilateral. Esta cooperación, que se regirá por el presente
Acuerdo, podrá abarcar las siguientes actividades por parte de ambos
Gobiernos signatarios:

a) Intercambio de información de carácter estratégico-operacional;
b) Entrenamiento técnico u operacional especializado;
c) Suministro de equipo y recursos humanos para ser empleados en

programas específicos en el área mencionada anteriormente, y
d) Asistencia técnica mutua.
2. Los recursos materiales, financieros y humanos necesarios para la

ejecución de programas específicos en virtud de este Acuerdo serán, si
fuere necesario y en cada caso, definidos por las Partes Contratantes
mediante Convenios Complementarios.

ARTICULO II
1. De acuerdo con las respectivas legislaciones internas, las Partes

Contratantes tomarán las medidas oportunas correspondientes para:
a) Controlar el tráfico de aeronaves que se desplacen en los respectivos

espacios aéreos;
b) Intensificar el intercambio de información y experiencia relacionada

con la lucha contra las aeronaves involucradas en actividades ilícitas
transnacionales.

2. Las Partes intercambiarán la información pertinente para los
objetivos antes mencionados, procurando aumentar la eficacia de la
cooperación bilateral.

ARTICULO III
1. Las Fuerzas Aéreas de las Partes en desarrollo del presente Acuerdo,

establecerán programas de trabajo, por períodos de dos (2) años. Estos
programas de trabajo contemplarán objetivos, metas específicas
cuantificables y un cronograma para la ejecución de las actividades
cuando fuere del caso.

2. Los impuestos de importación o derechos fiscales a los que pudieren
estar sujetos los materiales y los equipos suministrados en el ámbito de
este acuerdo y como resultado de su ejecución serán de exclusiva
responsabilidad del Gobierno que los recibe, el cual tomará las medidas
apropiadas para su exención.

ARTICULO IV

El Gobierno de la República de Colombia designa como coordinador
de su participación al Estado Mayor de la Fuerza Aérea de Colombia y

el Gobierno Brasileño designa como coordinador de su participación en
la ejecución del presente Acuerdo al Estado Mayor de la Aeronáutica.

ARTICULO V
Con la intención de alcanzar los objetivos del presente Acuerdo y a

solicitud de una de las Partes, representantes de las mismas se reunirán
periódicamente para:

a) Evaluar la eficacia de los programas de acción;
b) Recomendar a los respectivos Gobiernos programas anuales con

objetivos específicos a ser desarrollados en el ámbito de este Acuerdo e
implementados mediante la cooperación bilateral;

c) Examinar toda cuestión relativa a la ejecución y cumplimiento del
presente Acuerdo, y

d) Presentar a sus respectivos Gobiernos las recomendaciones, que
consideren pertinentes para la mejor ejecución del presente Acuerdo.

ARTICULO VI
Todas las actividades que se deriven del presente Acuerdo serán

desarrolladas de conformidad con las leyes y reglamentos en vigor en
cada una de las Partes.

ARTICULO VII
1. Cada una de las Partes notificará a la otra acerca del cumplimiento

de los requisitos exigidos por la respectiva legislación interna para que el
Acuerdo entre en vigor. Este Acuerdo entrará en vigor en la fecha de
recibo de la última de dichas notificaciones.

2. La denuncia del presente Acuerdo no afectará la validez de
cualquiera de los programas establecidos con anterioridad a la denuncia,
los cuales se continuarán ejecutando hasta su terminación.

Celebrado en Cartagena de Indias, el día 7 de noviembre de mil
novecientos noventa y siete, en dos ejemplares originales en los idiomas
Español y Portugués, siendo ambos textos igualmente auténticos.

Por el Gobierno de Colombia,
(Firma ilegible).

Por el Gobierno de la República Federativa del Brasil,
(Firma ilegible).

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 1° de julio de 1998
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ERNESTO SAMPER PIZANO

El Ministro de Relaciones Exteriores,
(Fdo.) Camilo Reyes Rodríguez.

DECRETA:
Artículo 1º. Apruébase el “Acuerdo de Cooperación mutua entre el

Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la República
Federativa del Brasil para combatir el tráfico de aeronaves comprometidas
en actividades ilícitas transnacionales”, celebrado en Cartagena de
Indias, el siete (7) de noviembre de mil novecientos noventa y siete
(1997).

Artículo 2º. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la
Ley 7ª de 1944, el “Acuerdo de Cooperación mutua entre el Gobierno de
la República de Colombia y el Gobierno de la República Federativa del
Brasil para combatir el tráfico de aeronaves comprometidas en actividades
ilícitas transnacionales”, celebrado en Cartagena de Indias, el siete (7) de
noviembre de mil novecientos noventa y siete (1997), que por el artículo
1º de esta ley se aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que se
perfeccione el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3º. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
Dada en Bogotá, D. C., a...
Presentado al honorable Congreso de la República por la Ministra de

Relaciones Exteriores y el Ministro de Defensa Nacional.
Carolina Barco Isakson, Ministra de Relaciones Exteriores; Jorge

Alberto Uribe Echavarría, Ministro de Defensa Nacional.
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EXPOSICION DE MOTIVOS

Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento de los artículos

150 numeral 16 y 189 numeral 2 de la Constitución Política de Colombia,
presentamos a consideración del honorable Congreso de la República el
Proyecto de Ley por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo de
Cooperación mutua entre el Gobierno de la República de Colombia y el
Gobierno de la República Federativa del Brasil para combatir el tráfico
de aeronaves comprometidas en actividades ilícitas transnacionales”,
celebrado en Cartagena de Indias, el siete (7) de noviembre de mil
novecientos noventa y siete (1997).

I. Consideraciones previas

En el marco de la política de Defensa y Seguridad Democrática, el
Gobierno ha lanzado una ofensiva nacional e internacional en materia de
lucha contra el tráfico ilícito de drogas y armas, municiones y explosivos.

Como se afirma en el documento de la Política de Defensa y Seguridad
Democrática “se deben cerrar todos los espacios que permitan la
financiación, el movimiento y la actuación de las organizaciones terroristas,
a través de una cooperación internacional sin demoras y sin obstáculos”.
El narcotráfico es sin lugar a dudas uno de los medios de financiación más
importantes de las organizaciones al margen de la ley.

Adicionalmente el negocio de las drogas y el tráfico de armas,
municiones y explosivos son dos importantes amenazas a las instituciones
y en general a la seguridad nacional, su carácter transnacional ha mediado
en el impulso de varias iniciativas bilaterales para fortalecer la lucha
contra estos delitos.

Dentro de los Objetivos Estratégicos establecidos en la Política de
Defensa y Seguridad Democrática se establece la “Eliminación del
Comercio de Drogas Ilícitas” como una de las metas a alcanzar para
lograr el cumplimiento del objetivo último de la política cual es el
fortalecimiento del Estado de Derecho en todo el territorio. La lucha
contra el tráfico aéreo de drogas e insumos es uno de los objetivos
específicos trazados para el cumplimiento del objetivo estratégico
nacional.

En la actualidad, el terrorismo, el narcotráfico y sus delitos conexos,
en especial el tráfico ilícito de armas y explosivos, así como el lavado de
activos, se constituyen, junto con atroces delitos transnacionales, en las
principales amenazas a la seguridad hemisférica.

Relaciones bilaterales

Existen varios acuerdos de carácter bilateral actualmente vigentes
entre los Gobiernos de Colombia y Brasil, los cuales constituyen un
marco jurídico importante, por cuanto establecen mecanismos y
procedimientos para llevar a cabo acciones conjuntas de prevención y
represión del tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas,
de precursores químicos, y de asistencia judicial en materia penal. Entre
tales instrumentos se destacan los siguientes:

• Acuerdo de Asistencia Recíproca para la Prevención, Control y
Represión del Uso y Tráfico Ilícito de Sustancias Estupefacientes y
Psicotrópicas, firmado en Bogotá, el 12 de marzo de 1981.

• Acuerdo sobre Cooperación Judicial Complementario al Acuerdo
Bilateral de Asistencia Recíproca para la Prevención, Control y Represión
del Uso y Tráfico Ilícitos de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas,
firmado en Brasilia el 3 de septiembre de 1991.

• Acuerdo de Cooperación entre el Gobierno de la República de
Colombia y el Gobierno de la República Federativa del Brasil para
Impedir el Desvío de Precursores y Sustancias Químicas Esenciales para
el Procesamiento de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, celebrado
en Cartagena el 7 de noviembre de 1997.

• Acuerdo de Cooperación Judicial y Asistencia Mutua en Materia
Penal, firmado en Cartagena de Indias el 7 de noviembre de 1997.

El 7 de marzo de 2003, pocos meses después de la posesión del Actual
Presidente de la República Federativa del Brasil, en reunión sostenida
entre los Presidentes de Colombia y Brasil, en Brasilia, los mandatarios
manifestaron su interés en “coordinar en el ámbito bilateral, esfuerzos de
combate al terrorismo y al crimen organizado”.

Por iniciativa del Gobierno de Colombia, el 12 de marzo de 2003 se
reunieron en Bogotá los Cancilleres y Ministros de Defensa de los países
andinos, más Panamá y Brasil, con el fin de discutir las diferentes
concepciones de seguridad regional, identificar sus principales amenazas
y coordinar acciones en contra de estas amenazas.

En esta reunión, el terrorismo, el narcotráfico y sus delitos conexos
(tráfico ilícito de armas, explosivos y precursores químicos y lavado de
activos) fueron, clara y unánimemente establecidos como la principal
amenaza a la seguridad y estabilidad de la región, haciendo necesaria
toda la cooperación y coordinación posible entre los Estados para
enfrentarla eficazmente.

El pasado 24 de julio de 2003 se celebró la primera reunión del Grupo
de Trabajo Colombia-Brasil para la represión de la Criminalidad y el
Terrorismo. Durante el encuentro, además de resaltarse la necesidad de
reforzar la seguridad en la frontera tanto en tierra como en materia fluvial,
se destacó la importancia de fortalecer la cooperación para la supresión
del tráfico ilícito aéreo.

Análisis e importancia del acuerdo

El acuerdo tiene por objeto el fortalecimiento en la lucha contra las
aeronaves supuestamente involucradas en actividades ilícitas
transnacionales, en especial el contrabando de armas y municiones, y el
narcotráfico.

El artículo 1º del Acuerdo establece como líneas básicas de cooperación
el intercambio de información de carácter estratégico operacional,
entrenamiento técnico u operacional especializado, suministro de equipo
y recursos humanos para ser empleados en programas específicos en el
área mencionada anteriormente y la asistencia técnica mutua.

La cooperación se basa en el pleno respeto de la soberanía por lo que
se establece el compromiso para cada país de luchar contra el tráfico
ilícito de aeronaves supuestamente comprometidas en actividades ilícitas
transnacionales en sus respectivos territorios, aumentando los controles
del tráfico aéreo e intensificando el intercambio de información y
experiencia relacionada con la lucha contra las aeronaves supuestamente
involucradas en actividades ilícitas transnacionales.

En el artículo III del Acuerdo se establece que en desarrollo de los
compromisos adquiridos, se deben realizar programas de trabajo cada
dos años, programas que deben contemplar objetivos, metas específicas
cuantificables y un cronograma para la ejecución de las actividades de ser
el caso. Adicionalmente prevé que para alcanzar los objetivos del
Acuerdo, a solicitud de cualquiera de las Partes, podrán realizarse
reuniones periódicas de evaluación y seguimiento, y para formular
recomendaciones sobre planes específicos a desarrollar y sobre cómo
mejorar la ejecución del Acuerdo.

El Acuerdo que en esta oportunidad se presenta a consideración del
honorable Congreso de la República, reviste especial importancia, pues
son justamente las zonas de frontera los puntos de encuentro de las redes
que usan las organizaciones de crimen transnacional para pasar de un país
a otro armas y explosivos destinados a actividades terroristas o drogas
ilícitas y precursores químicos para el narcotráfico. De ahí la importancia
de que los países con frontera común mantengan un nivel adecuado de
cooperación y de coordinación entre sus fuerzas de seguridad en las zonas
fronterizas con el fin de combatir estos crímenes.

El caso particular de la zona de frontera entre Colombia y Brasil es un
buen ejemplo de la necesidad de fortalecer la cooperación bilateral. Esta
frontera es escenario permanente de la entrada de armas destinadas a las
organizaciones terroristas colombianas, así como de salida de drogas
ilícitas que en muchos casos se intercambian por las armas adquiridas por
estas organizaciones. Aunque en esta frontera el tráfico ilícito es
primordialmente fluvial, las rutas aéreas son ampliamente utilizadas
pues el espesor y la densidad de la selva amazónica limitan la posibilidad
de utilización de las rutas terrestres.

Conclusiones finales

La coyuntura actual por la que atraviesa el conflicto colombiano y el
compromiso indeclinable de este Gobierno en la lucha contra la producción
y el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas hacen
necesaria la aprobación de este Acuerdo, que además de ser una muestra
política del compromiso del país vecino en la lucha conjunta contra el
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tráfico ilícito aéreo transnacional, es una herramienta fundamental en
materia operativa para su efectiva realización.

El Gobierno considera fundamental la aprobación de este proyecto de
ley ya que permitirá establecer formalmente mecanismos de cooperación
e impulsar acciones coordinadas entre las fuerzas competentes de ambos
países en la lucha contra las distintas manifestaciones de la criminalidad
transnacional.

Colombia comparte con el Brasil una extensa zona fronteriza de 1.645
kilómetros, ambos gobiernos han venido haciendo importantes
coordinaciones para aunar esfuerzos que permitan brindar seguridad en
esta extensa zona fronteriza, así como para fortalecer la lucha contra el
tráfico ilícito de estupefacientes, precursores, sustancias sicotrópicas y
armas principalmente.

El fortalecimiento de la cooperación en materia aérea es una herramienta
esencial que permitirá una acción más decidida contra las actividades
ilícitas transnacionales lo cual se deriva en un fortalecimiento en la lucha
contra el terrorismo y una de sus principales formas de financiación: el
narcotráfico.

Por las razones anteriormente expuestas, el Gobierno Nacional a
través de la Ministra de Relaciones Exteriores y el Ministro de Defensa
Nacional, solicita al honorable Congreso Nacional, aprobar el “Acuerdo
de Cooperación mutua entre el Gobierno de la República de Colombia y
el Gobierno de la República Federativa del Brasil para combatir el tráfico
de aeronaves comprometidas en actividades ilícitas transnacionales”,
celebrado en Cartagena de Indias, el siete (7) de noviembre de mil
novecientos noventa y siete (1997).

De los honorables Senadores y Representantes,
Carolina Barco Isakson, Ministra de Relaciones Exteriores; Jorge

Alberto Uribe Echavarría, Ministro de Defensa Nacional.
LEY 424 DE 1998

(enero 13)
por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacionales

suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presentará
anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores de
Senado y Cámara, y dentro de los primeros treinta días calendario
posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un
informe pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y
desarrollando los Convenios Internacionales vigentes suscritos por
Colombia con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada de
ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir la
reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente al
Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisiones Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará como
anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que el
Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del
Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República.

Amylkar Acosta Medina.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Carlos Ardila Ballesteros.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Diego Vivas Tafur.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO

La Ministra de Relaciones Exteriores,
María Emma Mejía Vélez.

SENADO DE LA REPUBLICA
SECCION DE LEYES

SECRETARIA GENERAL - TRAMITACION DE LEYES
Bogotá, D. C., marzo 25 de 2004
Señor Presidente:
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de ley número 204

de 2004 Senado, por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo de
Cooperación mutua entre el Gobierno de la República de Colombia y el
Gobierno de la República Federativa del Brasil para combatir el tráfico
de aeronaves comprometidas en actividades ilícitas transnacionales”,
celebrado en Cartagena de Indias, el siete (7) de noviembre de mil
novecientos noventa y siete (1997), me permito pasar a su despacho el
expediente de la mencionada iniciativa que fue presentada en el día de
hoy ante Secretaría General. La materia de que trata el mencionado
proyecto de ley, es competencia de la Comisión Segunda Constitucional
Permanente, de conformidad con las disposiciones reglamentarias y de
ley.

Emilio Otero Dajud,

Secretario General
Honorable Senado de la República.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO DE LA REPUBLICA
Bogotá, D. C., marzo 25 de 2004
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por

repartido el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Segunda
Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el
fin de que sea publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Germán Vargas Lleras.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Otero Dajud.

* * *
PROYECTO DE LEY NUMERO 205 DE 2004 SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Protocolo de Basilea sobre
responsabilidad e indemnización por daños resultantes de los movimientos
transfronterizos de desechos peligrosos y su eliminación”, concluido en
Basilea el diez (10) de diciembre de mil novecientos noventa y nueve

(1999).
El Congreso de la República

Visto el texto del “Protocolo de Basilea sobre responsabilidad e
indemnización por daños resultantes de los movimientos
transfronterizos de desechos peligrosos y su eliminación”, concluido
en Basilea el diez (10) de diciembre de mil novecientos noventa y
nueve (1999).

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del
instrumento internacional mencionado).

PROTOCOLO DE BASILEA SOBRE RESPONSABILIDAD E
INDEMNIZACION POR DAÑOS RESULTANTES DE LOS
MOVIMIENTOS TRANSFRONTERIZOS DE DESECHOS PELI-
GROSOS Y SU ELIMINACION

La Conferencia
Adopta el Protocolo de Basilea sobre responsabilidad e indemnización

por daños resultantes de los movimientos transfronterizos de desechos
peligrosos y su eliminación.

PROTOCOLO SOBRE RESPONSABILIDAD E INDEMNIZACIÓN
POR DAÑOS RESULTANTES DE LOS MOVIMIENTOS
TRANSFRONTERIZOS DE DESECHOS PELIGROSOS Y SU
ELIMINACION

Las Partes en el Protocolo,
Habiendo tomado en cuenta las disposiciones pertinentes del Principio

13 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo de
1992, por la que los Estados deberán elaborar los instrumentos jurídicos
nacionales e internacionales relativos a la responsabilidad y la
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indemnización respecto de las víctimas de la contaminación y otros
daños ambientales,

Siendo Partes en el Convenio de Basilea sobre el control de los
movimientos transfronterizos de los desechos peligrosos y su eliminación,

Teniendo presentes sus obligaciones contraídas en virtud del Convenio,
Conscientes del riesgo del daño para la salud humana, la propiedad y

el medio ambiente causado por los desechos peligrosos y otros desechos
y su movimiento transfronterizo y eliminación,

Preocupadas por el problema del tráfico ilícito transfronterizo de
desechos peligrosos y otros desechos,

Comprometidas con el artículo 12 del Convenio, y destacando la
necesidad de que se establezcan reglas y procedimientos apropiados en
la esfera de la responsabilidad e indemnización por daños resultantes del
movimiento transfronterizo y la eliminación de los desechos peligrosos
y otros desechos,

Convencidas de la necesidad de que se establezca un régimen de
compensación a terceros y de compensación ambiental para garantizar
que existe una compensación adecuada y pronta por daños resultantes del
movimiento transfronterizo y la eliminación de desechos peligrosos y
otros desechos,

Han convenido lo siguiente:
Artículo 1º
Objetivo

El objetivo del Protocolo es establecer un régimen global de
responsabilidad e indemnización pronta y adecuada por daños resultantes
de los movimientos transfronterizos de desechos peligrosos y otros
desechos y su eliminación, incluido el tráfico ilícito de esos desechos.

Artículo 2º
Definiciones

1. Las definiciones de los términos que figuran en el Convenio se
aplican al Protocolo, salvo que en él se disponga expresamente lo
contrario.

2. A los efectos del presente Protocolo:
a) Por “el Convenio” se entiende el Convenio de Basilea sobre el

control de los movimientos transfronterizos de los desechos peligrosos y
su eliminación;

b) Por “desechos peligrosos y otros desechos” se entiende los desechos
peligrosos y otros desechos contemplados en el artículo 1º del Convenio;

c) Por “daño” se entiende:
i) Muerte o lesiones corporales;
ii) Daños o perjuicios materiales, salvo a los bienes de propiedad de

la persona responsable de los daños de conformidad con el presente
Protocolo;

iii) Pérdidas de ingresos directamente derivadas de un interés
económico en el uso del medio ambiente incurridas como resultado de un
deterioro significativo del medio ambiente, teniendo en cuenta los
ahorros y los costos;

iv) Costo de las medidas de restablecimiento del medio ambiente
deteriorado, limitado al costo de las medidas efectivamente adoptadas o
que vayan a adoptarse; y

v) Costo de las medidas preventivas, incluidas cualesquiera pérdidas
o daños causados por esas medidas, en la medida en que los daños deriven
o resulten de propiedades peligrosas de los desechos objeto de movimientos
transfronterizos y eliminación de desechos peligrosos y otros desechos
sujetos al Convenio;

d) Por “medidas de restablecimiento” se entiende cualquier medida
razonable encaminada a evaluar, restablecer o restaurar componentes
dañados o destruidos del medio ambiente. En la legislación nacional se
podrá establecer quién tiene derecho a tomar esas medidas;

e) Por “medidas preventivas” se entiende cualquier medida razonable
tomada por cualquier persona en respuesta a un incidente con objeto de
prevenir, reducir al mínimo o mitigar pérdidas o daños o sanear el medio
ambiente;

f) Por “Parte Contratante” se entiende una Parte en el Protocolo;
g) Por “Protocolo” se entiende el presente Protocolo;
h) Por “incidente” se entiende cualquier suceso o serie de sucesos -que

tengan el mismo origen que cause daño o plantee una amenaza grave e
inminente de causarlo;

i) Por “organización de integración económica regional” se entiende
una organización constituida por Estados soberanos a la que sus Estados
miembros han transferido su competencia respecto de las cuestiones
regidas por el Protocolo y que ha sido debidamente autorizada, de
conformidad con sus procedimientos internos, para firmar, ratificar,
aceptar, aprobar, confirmar oficialmente el Protocolo o adherirse a él;

j) Por “unidad contable” se entiende los derechos especiales de giro en
su forma definida por el Fondo Monetario Internacional.

Artículo 3º
Ambito de aplicación

1. El presente Protocolo se aplica a los daños resultantes de un
incidente ocurrido durante un movimiento transfronterizo de desechos
peligrosos y otros desechos y su eliminación, incluido el tráfico ilícito,
desde el punto en que los desechos, son cargados en el medio de
transporte en una zona bajo la jurisdicción nacional de un Estado de
exportación. Toda Parte Contratante puede, mediante notificación al
Depositario, excluir la aplicación del Protocolo, respecto de todos los
movimientos transfronterizos de los cuales es el estado de exportación,
en cuanto a los incidentes que se produzcan en zona bajo su jurisdicción
nacional, en lo que respecta a los daños en su zona de jurisdicción
nacional. La secretaría informará a todas las Partes Contratantes de las
notificaciones recibidas de conformidad con el presente artículo.

2. El Protocolo se aplicará:
a) En relación con movimientos destinados a una de las operaciones

especificadas en el anexo IV del Convenio distintas de las operaciones
D13, D14, D15, R12 o R13, hasta el momento en que se haya hecho
notificación de la finalización de la eliminación de conformidad con el
párrafo 9 del artículo 6º del Convenio, o en el caso en que no se hubiese
hecho esa notificación, hasta que se haya finalizado la eliminación; y

b) En relación con los movimientos destinados a las operaciones
especificadas en D13, D14, D15, R12 o R13 del anexo IV del Convenio,
hasta la finalización de la operación de eliminación subsiguiente
especificada en D1 a D12 y R1 a R11 del anexo IV del Convenio.

3. a) El Protocolo se aplicará solo a los daños sufridos en una zona bajo
la jurisdicción nacional de una Parte Contratante como resultado de un
incidente tal como se indica en el párrafo 1;

b) Cuando el Estado de importación, pero no el Estado de exportación,
es una Parte Contratante, el Protocolo se aplicará solamente respecto de
los daños causados por un incidente tal como se indica en el párrafo 1, que
se produce después del momento en que el eliminador ha tomado
posesión de los desechos peligrosos y otros desechos. Cuando el Estado
de exportación, pero no el Estado de importación, es una Parte Contratante,
el Protocolo se aplicará solamente respecto de los daños causados por un
incidente tal como se indica en el párrafo 1, que se produce antes del
momento en que el eliminador toma posesión de los desechos peligros y
otros desechos. Cuando ni el Estado de exportación ni el Estado de
importación es una Parte Contratante, el Protocolo no se aplicará;

c) Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso a), el Protocolo se aplicará
también a los daños especificados en los apartados i), ii) y v) del inciso
c) del párrafo 2 del artículo 2º del presente Protocolo que se produzcan
en zonas fuera de una jurisdicción nacional;

d) Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso a), el Protocolo se aplicará
también, en relación con los derechos previstos por el Protocolo, a los
daños sufridos en una zona bajo jurisdicción nacional de un Estado de
tránsito que no sea Parte Contratante, siempre que dicho Estado figure en
el anexo A y haya accedido a un acuerdo multilateral o regional que esté
en vigor relativo a los movimientos transfronterizos de desechos
peligrosos. El inciso b) se aplicará mutatis mutandis.

4. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 del Protocolo, en caso
de reimportaciones con arreglo al artículo 8º, o al inciso a) del párrafo 2
del artículo 9º y al párrafo 4 del artículo 9º del Convenio, las disposiciones
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del Protocolo se aplicarán hasta que los desechos peligrosos y otros
desechos hayan llegado al Estado de exportación original.

5. Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo afectará en modo
alguno a la soberanía de los Estados sobre sus mares territoriales y ni su
jurisdicción ni el derecho en sus zonas económicas exclusivas respectivas
y plataformas continentales de conformidad con el derecho internacional.

6. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 y con sujeción al párrafo
2 del presente artículo:

a) El Protocolo no se aplicará a los daños derivados de un movimiento
transfronterizo de desechos peligrosos y otros desechos iniciado antes
de la entrada en vigor del Protocolo para la Parte Contratante de que se
trate;

b) El Protocolo no se aplicará a los daños resultantes de un incidente
ocurrido durante un movimiento transfronterizo de desechos contemplados
en el inciso b) del párrafo 1 del artículo 1º del Convenio salvo que los
desechos hayan sido notificados por el Estado de exportación o
importación, o ambos, de conformidad con el artículo 3º del Convenio y
el daño causado se haya producido en una zona bajo la jurisdicción
nacional de un Estado, incluido el Estado de tránsito, que haya definido
esos desechos como peligrosos o así los considere siempre que se hayan
cumplido los requisitos del artículo 3º del Convenio. En ese caso, la
responsabilidad objetiva se canalizará de conformidad con el artículo 4º
del Protocolo.

7. a) El Protocolo no se aplicará al daño causado por un incidente que
se produzca durante un movimiento transfronterizo de desechos peligrosos
y otros desechos y su eliminación, en cumplimiento de un acuerdo o
arreglo bilateral, multilateral, o regional concertado y notificado de
conformidad con el artículo 11 del Convenio, si:

i) El daño se ha producido en una zona bajo la jurisdicción nacional de
cualquiera de las Partes en el acuerdo o arreglo;

ii) Existe un régimen de responsabilidad e indemnización, que esté en
vigor y sea aplicable al daño resultante de los movimientos antes
mencionados o la eliminación, siempre que cumpla plenamente o
transcienda las finalidades del presente Protocolo al ofrecer un alto grado
de protección a las personas que han sufrido el daño;

iii) La Parte en un acuerdo de arreglo previsto en el artículo 11 en la
que el daño ha ocurrido, ha notificado previamente al Depositario que el
Protocolo no será aplicable a los daños que ocurran en una zona bajo su
jurisdicción nacional debido a un incidente que se produzca a causa de los
movimientos o las eliminaciones a que se hace referencia en el presente
apartado; y

iv) Las Partes en un acuerdo o arreglo previsto en el artículo 11 no han
declarado que el Protocolo será aplicable;

b) A fin de fomentar la transparencia, una Parte Contratante que haya
notificado al Depositario que el Protocolo no es aplicable notificará a la
secretaría los regímenes aplicables de responsabilidad e indemnización
a que se hace referencia en el apartado ii) del inciso a) e incluirá una
descripción del régimen. La secretaría presentará a la Conferencia de las
Partes en el Convenio, periódicamente, informes resumidos sobre las
notificaciones recibidas;

c) Después de una notificación efectuada con arreglo al apartado iii)
del inciso a) no podrán incoarse acciones con arreglo al Protocolo en
relación con la compensación por daños a los que se aplica el apartado i)
del inciso a).

8. La exclusión establecida en el párrafo 7 del presente artículo no
afectará ninguno de los derechos u obligaciones con arreglo al presente
Protocolo de una Parte Contratante que no sea Parte en el acuerdo o el
arreglo antes mencionado, ni tampoco afectará los derechos de los
Estados de tránsito que no sean Partes Contratantes.

9. El párrafo 2 del artículo 3º no afectará la aplicación del artículo 16
a todas las Partes Contratantes.

Artículo 4º
Responsabilidad objetiva

1. La persona que notifica de conformidad con el artículo 6º del
Convenio, será responsable por daños hasta que el eliminador haya
tomado posesión de los desechos peligrosos y otros desechos. A partir de

ese momento el eliminador será responsable por los daños. Si el Estado
de exportación es el notificador o si no se ha hecho notificación, el
exportador será responsable por los daños hasta que el eliminador haya
tomado posesión de los desechos peligrosos y otros desechos. En lo que
respecta al inciso b) del párrafo 6, del artículo 3º del Protocolo, el párrafo
5 del artículo 6º del Convenio se aplicará mutatis mutandis. A partir de
ese momento el eliminador será responsable por daños.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 y en relación con los
desechos sujetos al inciso b) del párrafo 1 del artículo 1º del Convenio que
hayan sido notificados como peligrosos por el Estado de importación de
conformidad con el artículo 3º del Convenio, pero no han sido notificadas
como tales por el Estado de exportación, si el Estado de importación es
el notificador, o no se ha efectuado la notificación, el importador será
responsable hasta el momento en que el eliminador haya tomado posesión
de los desechos. A partir de ese momento el eliminador será responsable
por daños.

3. Si los desechos peligrosos y otros desechos fueran reimportados de
conformidad con el artículo 8º del Convenio, la persona que haya
notificado será responsable por daños desde el momento en que los
desechos peligrosos abandonan el sitio de eliminación, hasta el momento
en que los desechos entran en posesión del exportador, si esto fuera
aplicable, o del eliminador alternativo.

4. Si los desechos peligrosos y otros desechos fueran reimportados de
conformidad con el inciso a) del párrafo 2 del artículo 9º o el párrafo 4 del
artículo 9º del Convenio, con sujeción al artículo 3º del Protocolo, la
persona que reimporta será responsable por daños hasta que los desechos
entren en posesión del exportador, si esto es aplicable, o del eliminador
alternativo.

5. No será responsable la persona a que se hace referencia en los
párrafos 1 y 2 del presente artículo si esa persona prueba que el daño ha
sido resultado:

a) De un acto de conflicto armado, hostilidades, guerra civil o
insurrección;

b) De un fenómeno natural de carácter excepcional, inevitable,
imprevisible e irresistible;

c) Exclusivamente del cumplimiento de una disposición obligatoria
de una autoridad pública del Estado donde se haya producido el daño; o

d) Exclusivamente de la conducta ilícita intencional de un tercero,
incluida la persona que sufre el daño.

6. Si dos o más personas son responsables de conformidad con el
presente artículo, el demandante tendrá derecho a pedir indemnización
completa por los daños a cualquiera de las personas responsables o a
todas ellas.

Artículo 5º
Responsabilidad culposa

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 4º, toda persona será
responsable por daños causados por el incumplimiento de las disposiciones
para la aplicación del Convenio o por sus actos u omisiones voluntarios,
imprudentes o negligentes o a los que hayan contribuido ese
incumplimiento o esos actos u omisiones. El presente artículo no afectará
la legislación nacional de las Partes Contratantes que rige la responsabilidad
de los servidores y agentes.

Artículo 6º
Medidas preventivas

1. Con sujeción a cualesquiera disposición de legislación nacional
toda persona que tenga control operacional de desechos peligrosos y
otros desechos en el momento de un incidente tomará todas las medidas
razonables para mitigar los daños derivados de ese incidente.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en cualquiera otra disposición del
Protocolo, toda persona que esté en posesión y/o tenga el control de
desechos peligrosos y otros desechos al solo efecto de tomar medidas
preventivas, siempre que esa persona haya actuado razonablemente y de
conformidad con cualquier ley nacional que regule las medidas
preventivas, no será responsable en virtud del Protocolo.
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Artículo 7º
Causa combinada de los daños

1. Cuando el daño sea causado por desechos regulados por el presente
Protocolo y desechos no regulados por el Protocolo, toda persona de otra
manera responsable solo será responsable en virtud del Protocolo en
proporción a la contribución a los daños provocados por los desechos
regulados por el Protocolo.

2. La proporción de la contribución de los desechos a los daños a que
se hace referencia en el párrafo 1 se determinará en relación con el
volumen y las propiedades de los desechos de que se trate y el tipo de daño
ocurrido.

3. En caso de daños en que no sea posible diferenciar entre la
contribución hecha por lo desechos regulados por el Protocolo y los
desechos no regulados por él, se considerará que todos los daños
resultantes están regulados por el Protocolo.

Artículo 8º
Derecho para interponer recurso

1. Toda persona responsable con arreglo al Protocolo tendrá derecho
a interponer recurso de conformidad con el reglamento del tribunal
competente:

a) Contra cualquier otra persona que sea también responsable con
arreglo al Protocolo; y

b) Conforme se prevé expresamente en arreglos contractuales.
2. Nada de lo dispuesto en el Protocolo afectará cualesquiera otros

derechos para interponer recursos de los que la persona responsable
pueda disfrutar de conformidad con la ley del tribunal competente.

Artículo 9º
Culpa concurrente

La indemnización podrá reducirse o denegarse si la persona que sufrió
los daños, o una persona de la que es responsable con arreglo a la
legislación nacional ha causado, o contribuido a causar, por su propia
culpa, el daño, habida cuenta de todas las circunstancias.

Artículo 10
Aplicación

1. Las Partes Contratantes adoptarán las medidas legislativas,
reglamentarias y administrativas necesarias para aplicar el Protocolo.

2. Para promover la transparencia, las Partes Contratantes informarán
a la secretaría acerca de las medidas adoptadas para aplicar el Protocolo,
incluidos los límites de responsabilidad establecidos de conformidad con
el párrafo 1 del anexo B.

3. Las disposiciones del Protocolo se aplicarán sin discriminación
basada en la nacionalidad, el domicilio o la residencia.

Artículo 11
Conflictos con otros acuerdos de responsabilidad e indemnización

Cuando las disposiciones del Protocolo y las disposiciones de un
acuerdo bilateral, multilateral o regional se apliquen a la responsabilidad
e indemnización por daños causados por un incidente ocurrido durante la
misma porción de un movimiento transfronterizo, el Protocolo no se
aplicará siempre que el otro acuerdo esté en vigor entre las Partes de que
se trate y haya sido abierto a la firma cuando el presente Protocolo fue
abierto a la firma, incluso si el acuerdo fue enmendado posteriormente.

Artículo 12
Límites financieros

1. Los límites financieros por concepto de responsabilidad en virtud
del artículo 4º del Protocolo, se especifican en el anexo B del Protocolo.
Esos límites no incluirán ni los intereses ni las costas adjudicadas por el
tribunal competente.

2. No se establecerá un límite financiero a la responsabilidad con
arreglo al artículo 5.

Artículo 13
Límite temporal de la responsabilidad

1. Solo se admitirán reclamaciones por indemnización con arreglo al
Protocolo cuando se presenten en un plazo de 10 años desde la fecha del
incidente.

2. Solo se admitirán reclamaciones por indemnización con arreglo al
Protocolo cuando se presenten en un plazo de cinco años desde la fecha
en que el demandante conoció, o debió razonablemente haber conocido,
el daño, siempre que no se superen los límites temporales establecidos de
conformidad con el párrafo 1 del presente artículo.

3. Cuando el incidente consista en una serie de sucesos que tengan el
mismo origen, los plazos establecidos de conformidad con el presente
artículo empezarán a correr desde la fecha del último de esos sucesos.
Cuando el incidente consista en un suceso continuo, el plazo empezará
a correr desde el final de ese suceso continuo.

Artículo 14
Seguro y otras garantías financieras

1. Las personas responsables con arreglo al artículo 4º establecerán y
conservarán durante el período del límite temporal de la responsabilidad
un seguro, bonos u otras garantías financieras que cubran su
responsabilidad con arreglo al artículo 4º del Protocolo por un monto que
no sea inferior a los límites mínimos especificados en el párrafo 2 del
anexo B. Los Estados podrán cumplir sus obligaciones con arreglo al
presente párrafo mediante una declaración de autoseguro. Nada de lo
previsto en este párrafo impedirá el uso de franquicias o copagos entre el
asegurador y el asegurado, pero la falta de pago por parte del asegurado
de cualquier franquicia o copago no representará una defensa contra la
persona que ha sufrido el daño.

2. Con respecto a la responsabilidad del notificador, o exportador con
arreglo al párrafo 1 del artículo 4º, o del importador con arreglo al párrafo
2 del artículo 4º, solo se utilizarán el seguro, los bonos o cualquier otra
garantía financiera a que se hace referencia en el párrafo 1 del presente
artículo para indemnizar los daños contemplados en el artículo 2º del
Protocolo.

3. La notificación a que se hace referencia en el artículo 6º del
Convenio deberá ir acompañada de un documento en que se estipule la
cobertura de la responsabilidad del notificador o exportador con arreglo
al párrafo 1 del artículo 4º o del importador con arreglo al párrafo 2 del
artículo 4º del Protocolo. Se presentará a las autoridades competentes del
Estado de importación una prueba de la cobertura de la responsabilidad
del eliminador.

4. Toda reclamación con arreglo al Protocolo podrá hacerse valer
directamente ante cualquier persona que proporcione el seguro, los bonos
u otras garantías financieras. El asegurador o la persona que proporciona
la garantía financiera tendrá derecho a exigir que la persona responsable
con arreglo al artículo 4º sea convocada durante las actuaciones. Los
aseguradores y las personas que proporcionan garantías financieras
podrán invocar las mismas defensas que tendría derecho a invocar la
persona responsable con arreglo al artículo 4º.

5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 4, una Parte Contratante
indicará, por notificación al Depositario en el momento de la firma,
ratificación, aprobación del Protocolo o adhesión a él, si en su legislación
no se contempla el derecho a entablar una demanda directa con arreglo
al párrafo 4.  La secretaría mantendrá un registro de las Partes Contratantes
que han presentado notificaciones con arreglo al presente párrafo.

Artículo 15
Mecanismo financiero

1. En el caso en que la indemnización con arreglo al Protocolo no cubra
los costos de los daños, se podrán tomar medidas adicionales y
complementarias para garantizar una indemnización pronta y adecuada
utilizando los mecanismos existentes.

2. La Reunión de las Partes mantendrá en examen la necesidad y
posibilidad de mejorar los mecanismos existentes o de establecer un
nuevo mecanismo.

Artículo 16
Responsabilidad del Estado

El Protocolo no afectará a los derechos ni obligaciones de las Partes
Contratantes en virtud de las normas del derecho internacional general en
lo que respecta a la responsabilidad de los Estados.
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PROCEDIMIENTOS
Artículo 17

Tribunales competentes

1. Las demandas de indemnización en virtud del Protocolo solo
podrán interponerse ante los tribunales de una Parte Contratante donde:

a) Se ha sufrido el daño; o
b) Ha ocurrido el incidente; o
c) El demandado tiene su residencia habitual o su centro principal de

operaciones comerciales.
2. Cada Parte Contratante se asegurará de que los tribunales sean

competentes para conocer esas demandas de indemnización.
Artículo 18

Acciones conexas

1. Cuando se incoen acciones conexas ante tribunales de distintas
Partes, cualquier tribunal que no sea aquel donde se incoó la primera
acción podrá suspender sus procedimientos mientras las acciones estén
pendientes en primera instancia.

2. Un tribunal podrá, a solicitud de una de las Partes, declinar
jurisdicción si la ley de ese tribunal permite la consolidación de acciones
conexas y otro tribunal tiene jurisdicción sobre ambas acciones.

3. A los efectos del presente artículo se estimará que las acciones son
conexas cuando estén tan estrechamente relacionadas que convenga
conocerlas y determinarlas juntas para evitar el riesgo de que de
procedimientos distintos resulten sentencias inconciliables.

Artículo 19
Derecho aplicable

Todas las cuestiones de fondo o de procedimiento relativas a
reclamaciones que el tribunal competente tiene ante sí que no estén
específicamente reguladas en el Protocolo se regirán por la ley de ese
tribunal, incluidas todas las disposiciones de esa ley relativas a los
conflictos de leyes.

Artículo 20
Relación entre el Protocolo y la ley del tribunal competente

1. Con sujeción a lo dispuesto en el párrafo 2, ninguna disposición del
Protocolo podrá interpretarse en el sentido de que limita o menoscaba
cualesquiera de los derechos de las personas que han sufrido daños o en
el sentido de que limita las disposiciones relativas a la protección o la
rehabilitación del medio ambiente que puedan adoptarse con arreglo a la
legislación nacional.

2. No podrá presentarse ninguna reclamación de indemnización por
daños basados en la responsabilidad objetiva del notificador o del
exportador responsable con arreglo al párrafo 1 del artículo 4º, o del
importador responsable con arreglo al párrafo 2 del artículo 4º del
Protocolo sino de conformidad con el Protocolo.

Artículo 21
Reconocimiento mutuo y ejecución de sentencias

1. Toda sentencia de un tribunal que tenga jurisdicción con arreglo al
artículo 17 del Protocolo, que sea ejecutoria en el Estado de origen y no
esté ya sujeta a formas ordinarias de revisión, será reconocida en
cualquier Parte Contratante tan pronto como se hayan satisfecho las
formalidades requeridas por esa Parte, salvo que:

a) La sentencia se haya obtenido fraudulentamente;
b) No se haya notificado al demandado dentro de un plazo razonable

ni dado oportunidad suficiente para presentar su defensa;
c) Cuando la decisión sea inconciliable con una sentencia anterior

pronunciada en forma válida en otra Parte Contratante sobre la misma
causa y en las mismas Partes; o

d) Cuando la sentencia sea contraria a la política pública de la Parte
Contratante en la que se busca reconocimiento.

2. Toda sentencia reconocida en virtud del párrafo 1 del presente
artículo será ejecutoria en cada Parte Contratante tan pronto como se
hayan satisfecho las formalidades requeridas por esa Parte. Las
formalidades no permitirán la reapertura del fondo del asunto.

3. Las disposiciones de los párrafos 1 y 2 del presente artículo no se
aplicarán entre las Partes Contratantes que sean Partes en un acuerdo o
arreglo que esté en vigor sobre el reconocimiento mutuo y la calidad
ejecutoria de las sentencias con arreglo a las cuales la sentencia sería
reconocible y ejecutoria.

Artículo 22
Relación del Protocolo con el Convenio de Basilea

Las disposiciones del Convenio relativas a sus Protocolos se aplicarán
al Protocolo salvo que en este se disponga otra cosa.

Artículo 23
Enmienda del anexo B

1. En su sexta reunión, la Conferencia de las Partes en el Convenio de
Basilea podrá enmendar el párrafo 2 del anexo B con arreglo al
procedimiento establecido en el artículo 18 del Convenio de Basilea.

2. Esa enmienda podrá efectuarse antes de que el Protocolo entre en
vigor.

CLAUSULAS FINALES
Artículo 24

Reunión de las Partes

1. Queda establecida una Reunión de las Partes. La secretaría convocará
la primera reunión de las Partes juntamente con la primera reunión de la
Conferencia de las Partes en el Convenio después de la entrada en vigor
del Protocolo.

2. Posteriormente se celebrarán reuniones ordinarias de las Partes
juntamente con las reuniones de la Conferencia de las Partes en el
Convenio, a menos que la reunión de las Partes decida otra cosa. Las
reuniones extraordinarias de las Partes se celebrarán cuando la reunión
de las Partes lo estime necesario o cuando cualquiera de las Partes
Contratantes lo solicite por escrito, siempre que, dentro de los seis
meses siguientes a la fecha en que la solicitud le sea comunicada por
la secretaría, un tercio de las Partes, como mínimo, apoye esa
solicitud.

3. En su primera reunión, las Partes Contratantes adoptarán por
consenso el reglamento de sus reuniones, así como su reglamento
financiero.

4. Las funciones de la Reunión de las Partes serán:
a) Examinar la aplicación y el cumplimiento del Protocolo;
b) Tomar las medidas necesarias para la presentación de informes y

establecer, cuando sea necesario, directrices y procedimientos para dicha
presentación;

c) Examinar y adoptar, cuando sea necesario, las propuestas de
enmiendas del Protocolo o de sus anexos y de inclusión de nuevos
anexos; y

d) Examinar y tomar cualquier medida adicional que sea necesaria a
los fines del Protocolo.

Artículo 25
Secretaría

1. A los fines del Protocolo, la secretaría tendrá las siguientes funciones:
a) organizar las Reuniones de las Partes previstas en el artículo 24 y

proporcionar servicios a esas reuniones;
b) Preparar informes, incluidos datos financieros, sobre las actividades

que realice en el desempeño de sus funciones con arreglo al Protocolo y
presentarlos a la Reunión de las Partes;

c) Velar por la coordinación necesaria con los órganos internacionales
pertinentes y, en particular, concretar los arreglos administrativos y
contractuales que puedan ser necesarios para el desempeño eficaz de sus
funciones;

d) Recabar información sobre las leyes y disposiciones administrativas
nacionales de las Partes Contratantes que aplican el Protocolo;

e) Cooperar con las Partes Contratantes y con las organizaciones y los
organismos internacionales pertinentes y competentes en el suministro
de expertos y equipo a fin de prestar rápidamente asistencia a los Estados
en caso de situaciones de emergencia;
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f) Alentar a los Estados que no son Partes a que asistan a las reuniones
de las Partes en calidad de observadores y obren de conformidad con las
disposiciones del Protocolo; y

g) Desempeñar las demás funciones que le asignen las Reuniones de
las Partes para el logro de los objetivos del presente Protocolo.

2. La secretaría del Convenio de Basilea desempeñará las funciones de
secretaría.

Artículo 26
Firma

El Protocolo estará abierto a la firma de los Estados y las organizaciones
de integración económica regional Partes en el Convenio de Basilea en
Berna en el Departamento Federal de Relaciones Exteriores de Suiza, del
6 al 17 de marzo de 2000, y en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva
York, del 1° de abril al 10 de diciembre de 2000.

Artículo 27
Ratificación, aceptación, confirmación formal o aprobación

1. El Protocolo estará sujeto a ratificación, aceptación o aprobación
por los Estados y a confirmación formal o aprobación por las
organizaciones de integración económica regional. Los instrumentos de
ratificación, aceptación, confirmación formal o aprobación se depositarán
en poder del Depositario.

2. Toda organización a la que se refiere el párrafo 1 del presente
artículo que llegue a ser Parte en el presente Protocolo sin que sea Parte
en él ninguno de sus Estados miembros estará sujeta a todas las obligaciones
enunciadas en el Protocolo. Cuando uno o varios Estados miembros de
esas organizaciones sean Partes en el Protocolo, la organización y sus
Estados miembros decidirán acerca de sus responsabilidades respectivas
en lo que concierne a la ejecución de las obligaciones que les incumban
en virtud del Protocolo. En tales casos, la organización y los Estados
miembros no estarán facultados para ejercer simultáneamente los derechos
que establezca el Protocolo.

3. En sus instrumentos de confirmación formal o aprobación, las
organizaciones a que se hace referencia en el párrafo 1 del presente
artículo especificarán el alcance de sus competencias en las materias
regidas por el Protocolo. Esas organizaciones informarán asimismo al
Depositario, quien informará a las Partes Contratantes, de cualquier
modificación importante del alcance de sus competencias.

Artículo 28
Adhesión

1. El Protocolo estará abierto a la adhesión de los Estados y de las
organizaciones de integración económica regional que sean Partes en el
Convenio de Basilea que no hayan firmado el Protocolo. Los instrumentos
de adhesión se depositarán en poder del Depositario.

2. En sus instrumentos de adhesión, las organizaciones a que se refiere
el párrafo 1 del presente artículo especificarán el alcance de sus
competencias en las materias regidas por el Protocolo. Esas organizaciones
informarán asimismo al Depositario de cualquier modificación importante
del alcance de sus competencias.

3. Las disposiciones del párrafo 2 del artículo 27 se aplicarán a las
organizaciones de integración económica regional que se adhieran al
Protocolo.

Artículo 29
Entrada en vigor

1. El Protocolo entrará en vigor el nonagésimo día después de la fecha
en que haya sido depositado el vigésimo instrumento de ratificación,
aceptación, confirmación formal, aprobación o adhesión.

2. Respecto de cada Estado u organización de integración económica
regional que ratifique, acepte, apruebe o confirme formalmente el
Protocolo o se adhiera a él después de la fecha de depósito del vigésimo
instrumento de ratificación, aceptación, aprobación, confirmación formal
o adhesión, el Protocolo entrará en vigor el nonagésimo día después de
la fecha en que ese Estado u organización de integración económica
regional haya depositado su instrumento de ratificación, aceptación,
aprobación, confirmación formal o adhesión.

3. A los efectos de los párrafos 1 y 2 del presente artículo, los
instrumentos depositados por una organización de integración económica
regional no se considerarán adicionales a los depositados por los Estados
miembros de esa organización.

Artículo 30
Reservas y declaraciones

1. No se podrán formular reservas ni excepciones al Protocolo. A los
efectos del Protocolo, las notificaciones efectuadas con arreglo al párrafo
1 del artículo 3º, al párrafo 6 del artículo 3º o al párrafo 5 del artículo 15
no se considerarán reservas o excepciones.

2. El párrafo 1 del presente artículo no impedirá que al firmar, ratificar,
aceptar, aprobar o confirmar formalmente el Protocolo, o al adherirse a
él, un Estado o una organización de integración económica regional
formule declaraciones o manifestaciones, cualesquiera que sean su
redacción y título, con miras, entre otras cosas, a la armonización de sus
leyes y reglamentos con las disposiciones del Protocolo, a condición de
que no se interprete que esas declaraciones o manifestaciones tienen por
objeto excluir o modificar los efectos jurídicos de las disposiciones del
Protocolo y su aplicación a ese Estado u organización.

Artículo 31
Denuncia

1. En cualquier momento después de la expiración de un plazo de tres
años, contados a partir de la fecha de entrada en vigor del Protocolo
respecto de una Parte Contratante, esa Parte Contratante podrá denunciar
el Protocolo mediante notificación hecha por escrito al Depositario.

2. La denuncia será efectiva un año después de la fecha en que el
Depositario haya recibido la notificación, o en cualquier fecha posterior
que se indique en esa notificación.

Artículo 32
Depositario

El Secretario General de las Naciones Unidas será Depositario del
Protocolo.

Artículo 33
Textos auténticos

Los textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso del Protocolo
son igualmente auténticos.

Anexo A
LISTA DE ESTADOS DE TRANSITO A QUE SE HACE

REFERENCIA EN EL INCISO D) DEL PARRAFO 3
DEL ARTICULO 3º

1. Antigua y Barbuda 21. Micronesia (Estados Federados de)
2. Bahamas 22. Nauru
3. Bahrein 23. Niue
4. Barbados 26. Palau
5. Cabo Verde 24. Nueva Zelandia, en nombre de Tokelau
6. Cuba 25. Países Bajos, en nombre Aruba y las

      Antillas Neerlandesas
7. Chipre 26. Palau
8. Dominica 27. Papua Nueva Guinea
9. Fiji 28. República Dominicana
10. Granada 29. Samoa
11. Haití 30. San Kitts y Nevis
12. Islas Comoras 31. San Vicente y las Granadinas
13. Islas Cook 32. Santa Lucía
14. Maldivas 33. Santo Tomás y Príncipe
15. Islas Marshall 34. Seychelles
16. Islas Salomón 35. Singapur
17. Jamaica 36. Tonga
18. Kiribati 37. Trinidad y Tobago
19. Malta 38. Tuvalu
20. Mauricio 39. Vanuatu
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Anexo B
Límites financieros

1. La ley nacional determinará los límites financieros por concepto de
responsabilidad en virtud del artículo 4º del Protocolo.

2. a) Los límites de la responsabilidad del notificador, exportador o
importador por un incidente cualquiera no serán inferiores a:

i) Un millón de unidades contables para envíos iguales o superiores a
cinco toneladas;

ii) Dos millones de unidades contables para envíos superiores a las
cinco toneladas pero iguales o inferiores a 25 toneladas;

iii) Cuatro millones de unidades contables para envíos superiores a 25
toneladas pero iguales o inferiores a 50 toneladas;

iv) Seis millones de unidades contables para envíos superiores a 50
toneladas pero iguales o inferiores a 1.000 toneladas;

v) Diez millones de unidades contables para envíos superiores a las
mil toneladas pero iguales o inferiores a 10.000 toneladas;

vi) Más mil unidades contables adicionales por cada tonelada adicional
hasta un máximo de 30 millones de unidades contables;

b) Los límites de la responsabilidad para el eliminador no serán
inferiores a dos millones de unidades contables por un incidente
cualquiera.

3. Las Partes Contratantes revisarán periódicamente las cantidades
mencionadas en el párrafo 2 teniendo en cuenta, entre otras cosas, los
riesgos potenciales planteados al medio ambiente por el movimiento
de los desechos peligrosos y otros desechos y su eliminación, el
reciclado, y la naturaleza, la cantidad y las propiedades peligrosas de
los desechos.

I hereby certify that the foregoing text is a Je certifie que le texte qui précède est une

true copy of the Basel Protocol on Liability copie conforme du Protocole de Bâle sur la

and Compensation for Damage Resulting responsabilité et l’indemnisation en cas de

from Transboundary Movements of dommages résultant de mouvements

Hazardous Wastes ad their Disposal, transfrontières et de l’élimination de déchets

concluded at Basel on 10 December 1999, dangereux, conclu à Bâle le 10 décembre

the original of which is deposited with 1999, dont l’original se trouve déposé

the Secretary-General of the United auprês du Secrétaire général de

Nations. l’Organization des Nations Unies.

For the Secretary-General, Pour le Secrétaire général,
The Legal Counsel Le Conseiller juridique

(Under-Secretary-General (Secrétaire général adjoint
for Legal Affairs) aux affaires juridiques)

Hans Corell
United Nations, New York Organisation des Nations Unies

3 March 2000 New York, le 3 mars 2000
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA
Bogotá, D. C., 18 de septiembre de 2003
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ

La Ministra de Relaciones Exteriores,
(Fdo.) Carolina Barco Isakson.

DECRETA:
Artículo 1º. Apruébase el “Protocolo de Basilea sobre responsabilidad

e indemnización por daños resultantes de los movimientos transfronterizos
de desechos peligrosos y su eliminación”, concluido en Basilea, el diez
(10) de diciembre de mil novecientos noventa y nueve (1999).

Artículo 2º. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de
la Ley 7ª de 1944, el “Protocolo de Basilea sobre responsabilidad e
indemnización por daños resultantes de los movimientos
transfronterizos de desechos peligrosos y su eliminación”, concluido
en Basilea, el diez (10) de diciembre de mil novecientos noventa y

nueve (1999), que por el artículo 1º de esta ley se aprueba, obligará al
país a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional
respecto del mismo.

Artículo 3º. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
Dada en Bogotá, D. C., a...
Presentado al honorable Congreso de la República por la Ministra de

Relaciones Exteriores y la Ministra de Ambiente, Vivienda y Desarrollo
Territorial.

Carolina Barco Isakson, Ministra de Relaciones Exteriores; Sandra
del Rosario Suárez Pérez, Ministra de Ambiente, Vivienda y Desarrollo
Territorial.

EXPOSICION DE MOTIVOS

Honorables Senadores y Representantes
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento a lo dispuesto

en los artículos 150 numeral 16 y 189 numeral 2 de la Constitución
Política de la República de Colombia, presentamos a consideración del
honorable Congreso de la República el Proyecto de Ley por medio de la
cual se aprueba el “Protocolo de Basilea sobre responsabilidad e
indemnización por daños resultantes de los movimientos transfronterizos

de desechos peligrosos y su eliminación”, concluido en Basilea, el diez
(10) de diciembre de mil novecientos noventa y nueve (1999).

I. Antecedentes

La comunidad internacional preocupada por la situación que se
evidenció en la década de los ochenta en relación con el manejo
inadecuado de desechos y la vulnerabilidad de los países en desarrollo
frente a la llegada masiva de cargamentos de desechos provenientes de
los países del Norte para ser enterrados o dispersados en su territorio,
inició, con el auspicio del Programa de Naciones Unidas para el Medio
Ambiente, la negociación de un instrumento jurídicamente vinculante
sobre el manejo y eliminación ambientalmente racional de los desechos
peligrosos. Este proceso culminó en 1989 con la adopción por más de 158
países del “Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos
transfronterizos de los desechos peligrosos y su eliminación”.

Colombia aprobó el Convenio mediante la Ley 253 de 1996; y se hizo
parte del mismo a través del depósito, ante la Secretaría General de las
Naciones Unidas, del Instrumento de ratificación, acto que se cumplió el
31 de diciembre de 1996. La Corte Constitucional en la Sentencia C-377
del 22 de agosto de 1996, declaró la exequibilidad del Convenio de
Basilea bajo la condición de que el Gobierno de Colombia formulara una
declaración o manifestación, en el sentido de que el artículo 81 de la
Constitución prohíbe la introducción al territorio nacional de residuos
nucleares y desechos tóxicos. En cumplimiento del fallo mencionado el
Gobierno Nacional, al momento de ratificar el Convenio, formuló la
siguiente declaración:

“El Gobierno de Colombia de conformidad con el artículo 26,
numeral 2 del Convenio de Basilea sobre el Control de los movimientos
transfronterizos de los desechos peligrosos y su eliminación, hecho en
Basilea el 22 de marzo de 1989, DECLARA que para los efectos de la
aplicación de este instrumento internacional, el artículo 81 de la
Constitución Política de la República prohíbe la introducción al territorio
nacional de residuos nucleares y desechos tóxicos”.

Los objetivos principales del Convenio son:
• Reducir al mínimo los movimientos transfronterizos de desechos

peligrosos y otros desechos sujetos al Convenio.
• Eliminar los desechos lo más cerca posible a su fuente generadora.
• Asegurar el estricto control de los movimientos de desechos peligrosos

a través de las fronteras, así como la prevención de su tráfico ilegal.
• Prohibir los embarques de desechos peligrosos a países que carezcan

de capacidad legal, administrativa y técnica para manejarlos y eliminarlos
de una forma ambientalmente sana.

• Asistir a los países en desarrollo en el manejo ambientalmente sano
de los desechos peligrosos que generen.
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• La implementación del Convenio coadyuvará a combatir el tráfico
ilícito de sustancias peligrosas que tanto deterioro ambiental le generan
al país, sin dejar de lado su fin último que es el proteger la salud humana
y el medio ambiente de los peligros de estos desechos, bajo la premisa de
que deben eliminarse de forma ambientalmente racional en el país en
donde fueron generados, procurando además que el monto de generación
de los mismos disminuya, y es allí donde radica la suma importancia del
mismo.

Por su parte, el Protocolo sobre responsabilidad e indemnización por
daños resultantes de los movimientos transfronterizos de desechos
peligrosos y su eliminación, del Convenio de Basilea, fue adoptado el 10
de diciembre de 1999 por la V Sesión de la Conferencia de las Partes
luego de un proceso de negociación de más de diez años. El objetivo de
este instrumento que requiere cincuenta ratificaciones para entrar en
vigor, es establecer un régimen global de responsabilidad, así como un
mecanismo para asegurar una indemnización pronta y adecuada por
daños resultantes del movimiento transfronterizo de desechos peligrosos
y otros desechos, incluidos los incidentes que ocurran por el tráfico ilícito
de acuerdo con la definición del Convenio. Si bien el Protocolo de Basilea
establece un régimen de responsabilidad objetiva como la mayoría de los
instrumentos existentes en esta materia, también contempla la
responsabilidad por culpa en los casos en que el daño se produce por la
inobservancia de las obligaciones del convenio.

II. El texto del Protocolo y su importancia

La definición del “daño” que trae el artículo 2º, literal c) del Protocolo
se considera muy completa, e incluye:

• La pérdida de vida o lesiones personales.
• La pérdida o daños a la propiedad.
• La pérdida de ingresos derivados directamente de un interés económico

en cualquier utilización del medio ambiente, incurridos como resultado
de perjuicios al medio ambiente.

• Los costos de medida de restablecimiento del medio ambiente
dañado, limitado a los costos de medidas que actualmente se hayan
emprendido o hayan de emprenderse.

• Y los costos de las medidas preventivas.
En el Protocolo se define lo que constituyen “medidas de

restablecimiento” de un medio ambiente dañado o destruido. Estas son
cualesquiera medidas razonables encaminadas a evaluar, restablecer o
restaurar componentes dañados o destruidos del medio ambiente1.

En relación con quien se considera debe responder por el daño
eventual, el Protocolo impone una responsabilidad objetiva a una serie de
personas que refleja la índole compleja de la relación multipartes de tal
movimiento y de las particularidades de las disposiciones del Convenio
de Basilea2. Por lo tanto, se impone la responsabilidad de forma diversa
al notificador, al que dispone de los desechos, al exportador, al importador
y al reimportador. El notificador de un movimiento transfronterizo es
responsable de los daños hasta que el que dispone de los desechos toma
posesión de los mismos. De allí en adelante el que dispone de los
desechos asume la responsabilidad.

El exportador, por su parte, es responsable ya sea cuando el Estado sea
el notificador o cuando no haya tenido lugar ninguna notificación en
términos de las disposiciones del Convenio. El importador es responsable
respecto a los desechos indicados en el artículo 1º, párrafo 1 b) del
Convenio que hayan sido notificados como peligrosos por el Estado de
importación de conformidad con el artículo 3º del Convenio pero no por
el Estado de exportación.

Tienen aplicación varias exenciones respecto a la responsabilidad
objetiva impuesta en virtud del artículo 4º. Estas tienen aplicación
cuando los daños son el resultado de un acto de conflicto armado,
hostilidades, guerra civil o insurrección; un fenómeno natural de carácter
excepcional, inevitable, imprevisible e irresistible; exclusivamente del
cumplimiento de una disposición obligatoria de una autoridad pública del
Estado donde se haya producido el daño; o exclusivamente de la conducta
ilícita intencional de un tercero.

En el caso de la responsabilidad objetiva, la responsabilidad del
notificador, exportador, importador y eliminador en el caso de cualquier
incidente está limitada de conformidad con el número de toneladas de los
envíos3. Las personas responsables en virtud del régimen de
responsabilidad objetiva han de establecer y conservar durante el período
del límite temporal de la responsabilidad, un seguro, bonos u otras
garantías financieras que cubran tal responsabilidad. No hay límites
financieros respecto a la responsabilidad basada en la culpabilidad.

En cuanto a la responsabilidad basada en la culpabilidad, el artículo 5º
incluye una disposición por la cual “toda persona será responsable por
daños causados por el incumplimiento de las disposiciones para la
aplicación del Convenio o por sus actos u omisiones voluntarios,
imprudentes o negligentes o a los que hayan contribuido ese
incumplimiento o esos actos u omisiones”. En el Protocolo se prevé que
cuando la indemnización disponible no cubra los costos de los daños “se
podrán tomar medidas adicionales y complementarias para garantizar
una indemnización pronta y adecuada utilizando los mecanismos
existentes” (artículo 15). Cuando la indemnización en virtud del Protocolo
sea inadecuada debe recurrirse a los mecanismos financieros establecidos
en virtud del artículo 14 del Convenio de Basilea. La posibilidad de que
la reunión de las Partes en el Protocolo mejore tales mecanismos
existentes o establezcan otros nuevos para prestar mejores servicios a sus
objetivos está expresamente prevista. La responsabilidad está también
limitada en el tiempo. Las reclamaciones de compensación deben
instaurarse en un plazo de cinco años desde la fecha en la cual el
reclamante supo o pudo razonablemente saber acerca de los daños; pero
en ningún caso se instaurarán medidas después de diez años desde la
fecha del incidente que causó los daños.

La jurisdicción sobre medidas para compensación recae en los
tribunales de la Parte contratante en la que se sufrieron los daños o en la
que ocurrió el incidente; o en la que el demandante tiene su resistencia
habitual o su centro principal de operaciones comerciales. En términos
idénticos a los examinados en los otros instrumentos, se prevé en el
Protocolo el reconocimiento mutuo y fuerza ejecutoria de las sentencias
judiciales en los territorios de todas las Partes contratantes4.

La aplicación jurisdiccional del Protocolo está circunscrita en varios
respectos. Como regla general, el Protocolo se aplica a daños debidos a
un incidente que ocurra durante el movimiento transfronterizo de desechos
peligrosos y otros desechos y su eliminación, incluido el tráfico ilícito,
desde el punto en el que los desechos son cargados en el medio de
transporte en una zona bajo la jurisdicción nacional de un Estado de
exportación5. La aplicación del Protocolo está reglamentada de
conformidad con las diversas operaciones especificadas en el anexo 4 del
Convenio.

No obstante lo anterior, el Protocolo se aplica a los daños sufridos en
una zona bajo la jurisdicción nacional de una Parte contratante. Sin
embargo, prevé las siguientes excepciones las cuales permiten su
aplicación en zonas más allá de cualquier jurisdicción nacional6. Las
excepciones son las siguientes:

a) Por muerte o lesiones corporales (artículo 2.2.c.i);
b) Por daños o perjuicios materiales, salvo a los bienes de propiedad

de la persona responsable de los daños (artículo 2.2.c.ii);
c) Por el costo de las medidas preventivas, incluida cualquier pérdida

o daño causado por esas medidas (artículo 2.2.c.v), y
d) el Protocolo se aplicará también a los daños sufridos en una zona

bajo jurisdicción nacional de un Estado de tránsito que no sea parte
contratante, siempre que dicho Estado figure en el Anexo “A” que haya
accedido a un acuerdo multilateral o regional que esté en vigor relativo
a los movimientos transfronterizos de desechos peligrosos 3.3. d).

1 Véase el artículo 2º, párrafo 2 d).
2 Véase el artículo 4º.
3 Artículo 12 y Anexo B.
4 Artículo 21.
5 Artículo 3º (1).
6 Artículo 3º (3) (c y d).
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III. Consideraciones

Según informes de la FAO7 existe medio millón de toneladas de
desechos tóxicos dispersos en el mundo y en condiciones deficientes de
almacenamiento, por lo que su potencial de contaminación del medio
ambiente y de la producción agrícola, es enorme. En el caso colombiano
el artículo 81 de la Constitución Nacional prohíbe la introducción de
desechos tóxicos y en ese sentido los instrumentos internacionales que se
comentan contribuyen a fortalecer esa prohibición.

En ese sentido, se puede afirmar que tanto el Convenio de Basilea
como su Protocolo de responsabilidad e indemnización por daños
resultantes de los movimientos transfronterizos de desechos peligrosos
y su eliminación son el marco jurídico internacional que regulan el
movimiento de desechos peligrosos entre Estados. El Protocolo en
particular responde a la pregunta de cómo abordar una situación en la que
se produzca un daño dentro del marco de las actividades previstas por el
Convenio. Cabe anotar que actualmente se constituye en uno de los
pocos, si no el único, precedente en la materia en el derecho internacional
ambiental.

Consecuentemente cabe anotar, que tanto el Convenio como el
Protocolo de Basilea son instrumentos marco que dejan un amplio
espacio para el desarrollo, por parte de la legislación interna de cada país,
de políticas, normas y directrices en materia de desechos peligrosos.

Finalmente, si bien estamos conscientes que la implementación interna
de los mandatos del Protocolo requiere un fortalecimiento importante de
la capacidad institucional tanto en la rama judicial como en la rama
ejecutiva, consideramos no obstante, que frente a la dificultad de aplicar
la normatividad interna a un extranjero en caso de producirse un accidente
durante el movimiento transfronterizo de desperdicios peligrosos, el
Protocolo se constituye en una herramienta fundamental para lograr una
compensación justa, oportuna y equitativa por los eventuales daños que
puedan producirse en nuestro territorio.

Por las anteriores consideraciones, el Gobierno Nacional, a través de
la Ministra de Relaciones Exteriores y la Ministra de Ambiente, Vivienda
y Desarrollo Territorial, solicita al honorable Congreso Nacional aprobar
el “Protocolo de Basilea sobre responsabilidad e indemnización por
daños resultantes de los movimientos transfronterizos de desechos
peligrosos y su eliminación”, concluido en Basilea, el diez (10) de
diciembre de mil novecientos noventa y nueve (1999).

De los honorables Senadores y Representantes,
Carolina Barco Isakson, Ministra de Relaciones Exteriores; Sandra

del Rosario Suárez Pérez, Ministra de Ambiente, Vivienda y Desarrollo
Territorial.

LEY 424 DE 1998
(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacionales
suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presentará
anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores de
Senado y Cámara, y dentro de los primeros treinta días calendario
posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un
informe pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y
desarrollando los Convenios Internacionales vigentes suscritos por
Colombia con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada de
ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir la
reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente al
Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisiones Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará como
anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que el
Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del
Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República.

Amílkar Acosta Medina.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Carlos Ardila Ballesteros.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Diego Vivas Tafur.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Emma Mejía Vélez.

SENADO DE LA REPUBLICA
SECCION DE LEYES

SECRETARIA GENERAL - TRAMITACION DE LEYES
Bogotá, D. C., marzo 25 de 2004
Señor Presidente:
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de ley número 205

de 2004 Senado, por medio de la cual se aprueba el “Protocolo de
Basilea sobre responsabilidad e indemnización por daños resultantes de
los movimientos transfronterizos de desechos peligrosos y su eliminación”,
concluido en Basilea el diez (10) de diciembre de mil novecientos
noventa y nueve (1999), me permito pasar a su despacho el expediente de
la mencionada iniciativa que fue presentada en el día de hoy ante
Secretaría General. La materia de que trata el mencionado proyecto de
ley, es competencia de la Comisión Segunda Constitucional Permanente,
de conformidad con las disposiciones reglamentarias y de ley.

Emilio Otero Dajud,

Secretario General
Honorable Senado de la República.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO DE LA REPUBLICA
Bogotá, D. C., marzo 25 de 2004
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por

repartido el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Segunda
Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el
fin de que sea publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Germán Vargas Lleras.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Otero Dajud.

* * *
PROYECTO DE LEY NUMERO 206 DE 2004 SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Convenio de reconocimiento y
validez de títulos, diplomas y certificados académicos de estudios
parciales de educación superior entre el Gobierno de la República de
Colombia y el Gobierno de la República de Bolivia”, suscrito en la ciudad
de La Paz, a los veinte (20) días del mes de agosto del año dos mil uno

(2001).
El Congreso de la República

Visto el texto del “Convenio de reconocimiento y validez de títulos,
diplomas y certificados académicos de estudios parciales de educación
superior entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno
de la República de Bolivia”, suscrito en la ciudad de La Paz, a los
veinte (20) días del mes de agosto del año dos mil uno (2001).

7 http://www.institutolibertad.cl/p_127.htm, 28/03/2002.
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(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del
instrumento internacional mencionado).

CONVENIO DE RECONOCIMIENTO Y VALIDEZ DE TITULOS,
DIPLOMAS Y CERTIFICADOS ACADEMICOS DE ESTUDIOS
PARCIALES DE EDUCACION SUPERIOR ENTRE EL GOBIERNO
DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA Y EL GOBIERNO DE LA
REPUBLICA DE BOLIVIA

El Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la
República de Bolivia, en adelante denominados las “Partes”;

ANIMADOS por el deseo de que sus pueblos continúen estrechando
sus relaciones mediante el establecimiento de acciones de colaboración
en las áreas de la educación y la ciencia;

RECONOCIENDO que la cooperación educativa entre las Partes ha
tenido frutos satisfactorios para ambas, motivándolas a reafirmar su
voluntad de continuar e intensificar dicha cooperación,

ACUERDAN:
ARTICULO I

Las Partes reconocerán y concederán validez a los títulos, diplomas y
certificados de estudios académicos otorgados por las instituciones de
educación superior, reconocidos oficialmente por los sistemas educativos
de ambos Estados, por intermedio de sus respectivos organismos oficiales.
Para el caso de la República de Colombia, el Instituto Colombiano para
el Fomento de la Educación Superior, ICFES, y en el caso de la República
de Bolivia, el Ministerio de Educación, Cultura y Deportes y el Comité
Ejecutivo de la Universidad Boliviana, CEUB.

ARTICULO II
Para los efectos de este Convenio se entenderá por reconocimiento la

validez oficial otorgada en cada uno de los Estados contratantes, a los
estudios realizados en las instituciones de educación superior reconocidos
en los sistemas educativos del otro Estado, acreditados por títulos,
diplomas y certificados académicos de las universidades, previo concepto
que permita establecer, de acuerdo con los planes de estudio, una
equivalencia de los títulos, diplomas y certificados. Dicho reconocimiento
habilita a los estudios de postgrado y al ejercicio profesional, previo
cumplimiento de los requisitos establecidos por la legislación de cada
país.

ARTICULO III
Para que los títulos, diplomas o certificados a que se refiere el artículo

I produzcan los efectos expresados, se requiere:
– La presentación del título, diploma o certificado, debidamente

legalizado y refrendado por las autoridades competentes.
– La presentación de certificados de carga horaria y de calificaciones,

obtenidos durante los estudios, debidamente legalizados y refrendados
por las autoridades competentes.

– El programa académico, debidamente sellado por la universidad o
la institución de educación superior que otorgó el título.

– Cuando se trate de títulos de maestría y/o doctorado, se deberá
presentar la tesis de grado o trabajo de investigación doctoral.

ARTICULO IV
Los estudios parciales de nivel superior realizados en una de las Partes

serán reconocidos en el otro país, con el único efecto de continuar con los
mismos, sobre la base de las asignaturas aprobadas en un programa de
educación superior reconocido oficialmente en los sistemas educativos
de cada país, para lo cual los interesados exhibirán los certificados
académicos expedidos por la institución otorgante, acompañados de los
programas académicos de las asignaturas aprobadas, tanto teóricas como
prácticas. Estos certificados deberán estar debidamente legalizados o
refrendados por las autoridades competentes para su correspondiente
análisis.

ARTICULO V
Si para el ejercicio de la respectiva profesión en la República de

Colombia o en la República de Bolivia es requisito indispensable la
prestación del servicio social obligatorio, este deberá realizarse de

conformidad con las normas internas aplicables en el territorio de cada
una de las Partes.

ARTICULO VI
Las Partes velarán por que el reconocimiento de la validez del título

permita el acceso a cursos de prostgrado en cualquier área de conocimiento
y todas las acciones derivadas del mismo y por que las entidades
competentes para la autorización del ejercicio profesional lo faciliten
dentro del postgrado.

ARTICULO VII
Las Partes tomarán las medidas correspondientes en sus sistemas

educativos, con el fin de promover y garantizar el cumplimiento del
presente Convenio.

ARTICULO VIII
Para dar cumplimiento a lo preceptuado en este Convenio, las Partes

deberán informarse mutuamente sobre cualquier clase de cambio en sus
sistemas educativos, en especial sobre el otorgamiento de títulos y grados
o certificados académicos de educación superior.

ARTICULO IX
Las Partes conformarán una Comisión Bilateral Técnica que estará

destinada a elaborar, si lo consideran necesario, una tabla de equivalencias
y convalidaciones y se podrá reunir alternativamente en ambos países.

ARTICULO X
Las Partes se notificarán mediante notas diplomáticas el cumplimiento

de los requisitos legales internos necesarios para la entrada en vigor del
presente Convenio. El Convenio entrará en vigor a los 30 días después
que se haya producido la segunda de tales notificaciones.

ARTICULO XI
El presente Convenio tendrá una duración de diez años y se prorrogará

automáticamente por períodos iguales. Cualquiera de las Partes podrá
denunciarlo antes del vencimiento de dicho término. La denuncia surtirá
efectos noventa días después de notificada por vía diplomática.

ARTICULO XII
El presente Convenio podrá ser modificado por mutuo consentimiento,

previa solicitud de una de las dos Partes. Las modificaciones entrarán en
vigor en la fecha en que las Partes se notifiquen, por vía diplomática, el
cumplimiento de los requisitos internos.

Suscrito en la ciudad de La Paz, a los veinte días del mes de agosto del
año dos mil uno, en dos ejemplares originales, siendo ambos textos
igualmente auténticos.

Por el Gobierno de la República de Colombia,
Guillermo Fernández de Soto,

Ministro de Relaciones Exteriores.
Por el Gobierno de la República de Bolivia,

Gustavo Fernández Saavedra,

Ministro de Relaciones Exteriores y Culto.
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA
Bogotá, D. C., 5 de marzo de 2002
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ANDRES PASTRANA ARANGO

El Ministro de Relaciones Exteriores,
(Fdo.) Guillermo Fernández de Soto.

DECRETA:
Artículo 1º. Apruébase el “Convenio de reconocimiento y validez de

títulos, diplomas y certificados académicos de estudios parciales de
educación superior entre el Gobierno de la República de Colombia y el
Gobierno de la República de Bolivia”, suscrito en la ciudad de La Paz, a
los veinte (20) días del mes de agosto del año dos mil uno (2001).

Artículo 2º. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la
Ley 7ª de 1944, el “Convenio de reconocimiento y validez de títulos,
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diplomas y certificados académicos de estudios parciales de educación
superior entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno
de la República de Bolivia”, suscrito en la ciudad de La Paz, a los veinte
(20) días del mes de agosto del año dos mil uno (2001), que por el artículo
1º de esta ley se aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que se
perfeccione el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3º. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
Dada en Bogotá, D. C., a...
Presentado al honorable Congreso de la República por las suscritas

Ministra de Relaciones Exteriores y Ministra de Educación Nacional.
Carolina Barco Isakson, Ministra de Relaciones Exteriores; Cecilia

María Vélez White, Ministra de Educación Nacional.
EXPOSICION DE MOTIVOS

Honorables Senadores y Representantes:
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 150-16 y 189-2 de

la Constitución Política, el Gobierno Nacional se permite someter a
consideración del honorable Congreso de la República el proyecto de ley
por medio del cual se aprueba el “Convenio de reconocimiento y validez
de títulos, diplomas y certificados académicos de estudios parciales de
educación superior entre el Gobierno de la República de Colombia y el
Gobierno de la República de Bolivia”, suscrito en la ciudad de La Paz, a
los veinte (20) días del mes de agosto del año dos mil uno (2001).

Es uno de los objetivos de la política exterior colombiana el realizar
esfuerzos y acciones con otros Estados, para promover el desarrollo
armónico de sus respectivos territorios, de manera que esas acciones
produzcan resultados equitativos y mutuamente provechosos para las
partes.

Y es así como este Convenio suscrito con Bolivia busca romper
barreras al reconocer y dar validez en ambos Estados a los títulos,
diplomas y certificados académicos de estudios parciales de educación
superior otorgados en el otro Estado, materializándose así, la cooperación
educativa entre las partes.

El presente Convenio constituye un instrumento eficaz en el proceso
de integración regional en América Latina, que responde a la necesidad
de poner en marcha el intercambio de conocimientos en beneficio de los
pueblos que conforman la comunidad andina, logrando una formación
integral y una posterior circulación de profesionales capaces de aportar
el potencial necesario para competir en igualdad de condiciones en el
proceso de internacionalización, basado en la ciencia, la investigación y
en general, la educación.

Los Gobiernos de Colombia y Bolivia, con la intención de estrechar
sus relaciones, han suscrito este Convenio con el fin de establecer
acciones de colaboración en las áreas de la educación y la ciencia, para
lo cual reconocen que la cooperación educativa ha tenido frutos
satisfactorios para ambas partes, motivando así la suscripción del
Convenio, como una forma de continuar e intensificar la cooperación.

En el Convenio, las Partes se comprometen a reconocer y conceder
validez a los títulos, diplomas y certificados de estudios académicos
otorgados por las instituciones de educación superior, reconocidas
oficialmente por ambos Estados.

El reconocimiento mencionado facilita los estudios profesionales y
el ejercicio profesional a los ciudadanos de los países Partes, previo el
cumplimiento de los requisitos establecidos por la legislación de cada
país, lo que garantiza la observancia de las normas que permitan
establecer la real equivalencia de los títulos, diplomas y certificados en
cada Estado.

Para la mayor efectividad del acuerdo, el mismo establece los requisitos
para que los títulos, diplomas o certificados produzcan los efectos
buscados, es decir, el reconocimiento y validez en el otro Estado.

Otra de las bondades del Acuerdo obedece al hecho de que los estudios
parciales de nivel superior realizados en una de las Partes, son reconocidos
en la otra, con el único efecto de continuar con los mismos, garantizando
así la terminación de los estudios por parte de los nacionales de ambos
Estados.

También regula el Acuerdo el tema de la exigencia de la prestación del
servicio social obligatorio, como requisito indispensable para el ejercicio
de la profesión en el otro país, dejando a la legislación interna de cada
Estado definir lo relacionado con el asunto.

Con el fin de dar cumplimiento al Acuerdo, las Partes se obligan a
intercambiar información sobre cualquier cambio en sus sistemas
educativos y en especial sobre el otorgamiento de títulos y grados o
certificados académicos de educación superior.

Se contempla la conformación de una Comisión Binacional Técnica
con el fin de elaborar una tabla de equivalencias y convalidaciones, con
lo que se garantiza el cumplimiento de los requisitos de cada parte para
otorgar los títulos, grados y certificaciones.

De esta manera, se presenta a consideración del honorable Congreso
de la República este importante Convenio en materia educativa entre
Colombia y Bolivia, como un paso fundamental en el fortalecimiento de
las relaciones bilaterales y en el camino hacia la integración entre los
países de la región.

Por los anteriores motivos, el Gobierno Nacional, a través de la
Ministra de Relaciones Exteriores y de la Ministra de Educación Nacional,
solicita al honorable Congreso Nacional que apruebe el “Convenio de
reconocimiento y validez de títulos, diplomas y certificados académicos
de estudios parciales de educación superior entre el Gobierno de la
República de Colombia y el Gobierno de la República de Bolivia”,
suscrito en la ciudad de La Paz, a los veinte (20) días del mes de agosto
del año dos mil uno (2001).

Honorables Senadores y Representantes,
Carolina Barco Isakson, Ministra de Relaciones Exteriores; Cecilia

María Vélez White, Ministra de Educación Nacional.
LEY 424 DE 1998

(enero 13)
por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacionales

suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presentará
anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores de
Senado y Cámara, y dentro de los primeros treinta días calendario
posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un
informe pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y
desarrollando los Convenios Internacionales vigentes suscritos por
Colombia con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada de
ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir la
reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente al
Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisiones Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará como
anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que el
Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del
Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República.

Amílkar Acosta Medina.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Carlos Ardila Ballesteros.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Diego Vivas Tafur.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO

La Ministra de Relaciones Exteriores,
María Emma Mejía Vélez.
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SENADO DE LA REPUBLICA
SECCION DE LEYES

SECRETARIA GENERAL - TRAMITACION DE LEYES
Bogotá, D. C., marzo 25 de 2004
Señor Presidente:
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de ley número 206

de 2004 Senado, por medio de la cual se aprueba el “Convenio de
reconocimiento y validez de títulos, diplomas y certificados académicos
de estudios parciales de educación superior entre el Gobierno de la
República de Colombia y el Gobierno de la República de Bolivia”,
suscrito en la ciudad de La Paz, a los veinte (20) días del mes de agosto
del año dos mil uno (2001), me permito pasar a su despacho el expediente
de la mencionada iniciativa que fue presentada en el día de hoy ante
Secretaría General. La materia de que trata el mencionado proyecto de ley
es competencia de la Comisión Segunda Constitucional Permanente, de
conformidad con las disposiciones reglamentarias y de ley.

Emilio Otero Dajud,

Secretario General
Honorable Senado de la República.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO DE LA REPUBLICA
Bogotá, D. C., marzo 25 de 2004
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por

repartido el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Segunda
Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el
fin de que sea publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Germán Vargas Lleras.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Otero Dajud.

SENADO DE LA REPUBLICA
Secretaría General (artículos 139 y ss. Ley 5ª de 1992)

El día... del mes... del año... se radicó en este Despacho el Proyecto de
ley número..., con todos y cada uno de los requisitos constitucionales y
legales, por...

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

* * *
PROYECTO DE LEY NUMERO 207 DE 2004 SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo sobre transporte aéreo
transfronterizo entre el Gobierno de la República de Colombia y el
Gobierno de la República del Perú”, firmado en Lima el 11 de junio de

2003.
El Congreso de la República

Visto el texto del “Acuerdo sobre transporte aéreo transfronterizo
entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la
República del Perú”, firmado en Lima el 11 de junio de 2003.

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del
instrumento internacional mencionado).

ACUERDO SOBRE TRANSPORTE AEREO TRANSFRON-
TERIZO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA
Y EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DEL PERU

Los Gobiernos de la República de Colombia y de la República del
Perú, con la finalidad de implementar diversas medidas que coadyuven
al proceso de integración entre nuestros pueblos;

Teniendo en cuenta el interés de los habitantes de Leticia, Iquitos y de
las demás ciudades y pueblos comprendidos en la zona de la frontera
colombo-peruana expresado por medio de la Comisión de Vecindad e
Integración;

Comprometidos a fortalecer la integración entre Colombia y el Perú
como un objetivo compartido para el beneficio de ambas naciones;

Convencidos que la adopción de medidas para el desarrollo y la
promoción del turismo, intercambio comercial y cultural entre Leticia e
Iquitos favorecerá el desarrollo y bienestar de dichas ciudades;

Considerando lo estipulado en el Convenio de Cooperación Aduanera
de 1938 y los avances logrados hasta la fecha en el proceso de integración
andina;

Luego de haberse realizado las respectivas reuniones de consultas
entre las autoridades aeronáuticas de ambos países los días 22 y 23 de
marzo de 2001 en Lima y los días 25 y 26 de febrero de 2002 en Bogotá;

acuerdan suscribir el presente:
ACUERDO SOBRE TRANSPORTE AEREO TRANS-

FRONTERIZO ENTRE COLOMBIA Y EL PERU
CAPITULO I

Del ámbito de aplicación y su naturaleza

Artículo 1º. Para los fines del presente Acuerdo, se entiende como
transporte aéreo transfronterizo el que se realiza entre los aeropuertos o
aeródromos de las ciudades de la Región Fronteriza que las Partes
habiliten para tal efecto.

Artículo 2º. El presente acuerdo regula el transporte aéreo
transfronterizo, desde y hacia los siguientes aeropuertos y aeródromos:
Leticia en Colombia; Iquitos, Pucallpa y El Estrecho, en el Perú; y otros
que las Partes decidan incorporar posteriormente.

Artículo 3º. El transporte aéreo de pasajeros, carga y correo que se
efectúe en aplicación de este Acuerdo, podrá realizarse en vuelos
regulares y no regulares.

Artículo 4º. Para los efectos de este Acuerdo, las tarifas de transportes
aéreo de pasajeros, carga y correo se regularán por la legislación nacional
de cada Parte.

Asimismo, las tasas aeroportuarias, los servicios de navegación aérea,
los derechos de aterrizaje y despegue (o derechos de aeródromo) y
estacionamiento para el transporte aéreo transfronterizo serán iguales a
las domésticas.

Artículo 5º. En el transporte aéreo transfronterizo de aeronaves, las
tripulaciones observarán las normas sobre navegación aérea vigentes en
cada país. Para tal efecto, ambas Partes efectuarán las incorporaciones
necesarias en sus respectivas publicaciones de información aeronáutica
(AIP).

Con el propósito de fomentar la cooperación y colaboración recíproca
en la región fronteriza, en aspectos técnicos y operaciones de la aviación,
las autoridades aeronáuticas de los dos países podrán desarrollar acuerdos
específicos, en materia de búsqueda y rescate, investigación de accidentes
e incidentes de aviación, entre otros, con miras a contar con procedimientos
coordinados y unificados en estas materias.

CAPITULO II
De las aeronaves de uso privado

Artículo 6º. Las aeronaves de uso privado no podrán transportar
pasajeros ni carga con fines comerciales. Las citadas aeronaves no son
beneficiarias del régimen previsto en el presente Acuerdo. No obstante,
en cuanto proceda, se les aplicará lo que las partes dispongan en materia
de búsqueda, rescate e investigación de accidentes o incidentes de
aviación.

CAPITULO III
De las aeronaves de uso comercial

Artículo 7º. El servicio de transporte aéreo transfronterizo, que se
realice entre los aeropuertos y aeródromos habilitados en la Región
Fronteriza, se efectuará por una o más compañías nacionales designadas
por las Partes.

Artículo 8º. La autorización para el tránsito transfronterizo de aeronaves
será otorgada por las autoridades nacionales competentes de las dos
Partes.

Artículo 9º. La prestación de los servicios aéreos de las empresas en
la Región Fronteriza se regirá para efectos de tarifas, horarios e itinerarios
por los procedimientos vigentes en cada una de las Partes.
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Artículo 10. Las autoridades de ambas Partes facilitarán, según
proceda, la coordinación de actividades, la difusión publicitaria y el
intercambio de información para el cumplimiento de las operaciones
aéreas entre los aeropuertos y aeródromos habilitados en la Región
Fronteriza.

Artículo 11. El transporte de equipaje, carga y envíos postales y de
mensajería en la Región Fronteriza se regulará complementariamente
por la legislación nacional.

Artículo 12. Las compañías aéreas comerciales podrán mantener en
los aeropuertos y aeródromos habilitados de la Región Fronteriza, un
depósito para las partes y repuestos para sus aeronaves, las que ingresarán
libre de derechos de aduana y demás tributos, siempre que no se internen
en el país y que permanezcan bajo control aduanero, de conformidad con
lo establecido en el Convenio de Chicago sobre Aviación Civil
Internacional.

Artículo 13. Las compañías autorizadas para el tránsito transfronterizo
de aeronaves podrán abastecerse de combustible y proveerse de lubricantes
necesarios, en los aeropuertos nacionales y aeródromos habilitados de la
otra Parte.

Para el caso colombiano los precios de los lubricantes y combustibles
serán objeto de negociación directa entre el respectivo distribuidor y las
referidas compañías.

CAPITULO IV
De las disposiciones generales

Artículo 14. El control de ingreso y salida de personas, mercancías y
mensajería embarcadas en aeronaves será efectuado por las autoridades
nacionales competentes en los aeropuertos o aeródromos habilitados
para realizar transporte aéreo transfronterizo.

Facilitación: Ambas Partes convienen en implementar los mecanismos
necesarios que permitan optimizar los procedimientos de facilitación en
los aeropuertos y aeródromos habilitados en el presente Acuerdo para el
servicio aéreo transfronterizo, sin perjuicio de las normas sobre seguridad
aplicables.

Artículo 15. Sin excepción alguna, los pasajeros de los vuelos
transfronterizos estarán exonerados de todo impuesto por la salida del
país.

Artículo 16. La documentación requerida y los aspectos técnicos de la
navegación aérea se regirán por las normas internacionales vigentes para
las Partes.

Artículo 17. Con el propósito de efectuar servicios que se establecen
en el presente Acuerdo cada Parte designará a las empresas aéreas para
la operación de los vuelos regulares de transporte aéreo transfronterizo
y lo comunicará directamente, por escrito, a la otra Parte. Previo
cumplimiento de los requisitos exigidos en las normas nacionales, las
autoridades tramitarán las solicitudes respectivas, dentro del plazo más
expedito posible, sin que supere treinta días.

En lo que respecta a los vuelos no regulares transfronterizos, las
autoridades aeronáuticas de los países confirmarán las autorizaciones
para la realización de los mismos, y previo el cumplimiento de los
requisitos exigidos en las normas, se autorizarán en forma automática.

Artículo 18. Las consultas sobre interpretación o ejecución de este
Acuerdo serán absueltas entre las Partes por conducto de los Ministerios
de Relaciones Exteriores.

CAPITULO V
Perfeccionamiento, modificaciones y vigencia

Artículo 19. Las modificaciones que se planteen al presente acuerdo
se presentarán por los canales diplomáticos oficiales y se efectuarán de
mutuo acuerdo entre las Partes, formalizado mediante canje de notas.

Artículo 20. El presente acuerdo tendrá una vigencia indefinida y su
entrada en vigor se formalizará una vez que las partes se comuniquen por
la vía diplomática el cumplimiento de los trámites internos corres-
pondientes.

Firmado en la ciudad de Lima, a los once días del mes de junio del año
2003, en dos ejemplares en idioma español del mismo tenor y valor.

Por el Gobierno de la República de Colombia,
Carolina Barco,

Ministra de Relaciones Exteriores de Colombia.
Por el Gobierno de la República del Perú,

Allan Wagner Tizon,

Ministro de Relaciones exteriores del Perú.
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA
Bogotá, D. C., 20 de agosto de 2003
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ

La Ministra de Relaciones Exteriores,
(Fdo.) Carolina Barco Isakson.

DECRETA:
Artículo 1º. Apruébase el “Acuerdo sobre transporte aéreo

transfronterizo entre el Gobierno de la República de Colombia y el
Gobierno de la República del Perú”, firmado en Lima el 11 de junio de
2003.

Artículo 2º. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la
Ley 7ª de 1944, el “Acuerdo sobre transporte aéreo transfronterizo entre
el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la República
del Perú”, firmado en Lima el 11 de junio de 2003, que por el artículo
primero de esta ley se aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que
se perfeccione el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3º. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
Dada en Bogotá, D. C., a...
Presentado al honorable Congreso de la República por la Ministra de

Relaciones Exteriores y el Ministro de Transporte.
Carolina Barco Isakson, Ministra de Relaciones Exteriores; Andrés

Uriel Gallego Henao, Ministro de Transporte.
EXPOSICION DE MOTIVOS

Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento de los artículos

150 numeral 16 y 189 numeral 2 de la Constitución Política de Colombia,
presentamos a consideración del honorable Congreso de la República el
proyecto de ley por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo sobre
transporte aéreo transfronterizo entre el Gobierno de la República de
Colombia y el Gobierno de la República del Perú”, firmado en Lima el
once (11) de junio de dos mil tres.

Consideración preliminar

Teniendo en cuenta las Reuniones de Consulta entre Autoridades
Aeronáuticas colombo-peruanas de marzo de 2001 en Lima, y en Bogotá
en febrero de 2002, así como los intereses de los habitantes de las
ciudades de Leticia e Iquitos y de las demás ciudades y pueblos
comprendidos en la zona de la frontera de los dos países, transmitidos a
través de la Comisión de Vecindad e Integración, la autoridad aeronáutica
colombiana, ha propiciado el establecimiento de esquemas preferenciales
en materia de transporte aéreo, e incluso, ha tomado medidas
administrativas que facilitan el desarrollo del transporte aéreo comercial
entre las ciudades de Leticia e Iquitos. Acciones que se han desarrollado
en armonía con los lineamientos trazados por el Gobierno Nacional en
materia de integración fronteriza.

En concordancia con lo anterior, los Gobiernos de Colombia y del
Perú, con el fin de continuar afianzando los lazos de amistad y cooperación
que tradicionalmente han caracterizado las relaciones entre las dos
naciones y resaltando la importancia de integrar sus áreas de frontera para
complementar e impulsar la economía de las poblaciones ubicadas en
dichas áreas y propiciar su desarrollo, consideraron necesario la adopción
y suscripción de un instrumento que permitiera el logro de dichos
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objetivos. Fue así como el 11 de junio de 2003, con ocasión de la visita
oficial que la señora Ministra de Relaciones Exteriores efectuara al Perú,
suscribieron el acuerdo que hoy presentamos a su consideración.

Análisis e importancia del convenio

Este Acuerdo busca estimular el desarrollo de nuevos servicios de
transporte aéreo por parte de las aerolíneas de Colombia y Perú en las
zonas de frontera común, donde la comunicación es de vital importancia
para sus habitantes. Así mismo, permite fortalecer el turismo, el comercio
y la integración de las zonas fronterizas de los dos Países.

Adicionalmente, el precitado acuerdo responde a los avances logrados
hasta la fecha en el proceso de integración andina, donde se hace énfasis
en que los Estados de la Comunidad Andina de Naciones propicien
acuerdos que apoyen el crecimiento económico, comercial y cultural de
las poblaciones ubicadas en las zonas fronterizas.

El Acuerdo consta de un preámbulo, cinco capítulos y 20 artículos. En
el preámbulo se consignan las razones por las cuales los Gobiernos de
Colombia y Perú suscriben el presente Acuerdo.

En cuanto a su articulado, aquellos de mayor relevancia son:
El artículo 2º que incluye los aeropuertos y aeródromos donde se

prestará el servicio de transporte aéreo transfronterizo, tales como,
Leticia en Colombia; Iquitos, Pucallpa y El Estrecho, en el Perú, lo cual
favorecerá el desarrollo y bienestar de dichas ciudades. Así mismo,
establece la posibilidad de incorporar posteriormente otros puntos de la
frontera común de los dos países, a los que se extenderá la aplicación del
Acuerdo, lo que redundará en el fortalecimiento de la integración
transfronteriza colombo-peruana.

Los artículos 4º y 15 otorgan condiciones especiales para promover
los servicios de transporte aéreo entre las zonas fronterizas, tales como,
concederles tratamiento de servicios nacionales en materia de tasas
aeroportuarias, tarifas por uso de infraestructura aeronáutica, lo cual se
refleja en tarifas de transporte aéreo con criterio de vuelos domésticos.

Por el artículo 6º se exoneran a las Aeronaves de uso privado de los
beneficios derivados del Acuerdo, sin embargo, serán beneficiarias de lo
que las partes dispongan en materia de búsqueda, rescate e investigación
de accidentes o incidentes de aviación.

El artículo 10 prevé que las autoridades de las Partes faciliten la
coordinación de actividades, la difusión publicitaria y el intercambio de
información para el cumplimiento de las operaciones aéreas entre
aeropuertos y aeródromos habilitados en la región fronteriza.

Otro aspecto que vale la pena destacar es lo dispuesto en el artículo 12,
el cual consagra el ingreso a aeródromos y aeropuertos habilitados en la
región fronteriza, libre de derechos de aduana y demás tributos, a las
partes, piezas o repuestos de las aeronaves, siempre que no se internen
más allá de dicha región y permanezcan bajo el control aduanero, de
conformidad con lo establecido en el Convenio de Chicago sobre
Aviación Civil internacional.

Por su parte, el artículo 15 prevé la exoneración del impuesto de salida
del país, lo que sin duda es indispensable pues no resultaría lógico gravar
con este impuesto el desplazamiento natural de los habitantes de la
frontera, lo cual los incentiva a hacer uso de este medio de transporte y
a que las empresas incrementen y mejoren las condiciones de la prestación
del servicio.

También debe hacerse referencia a los artículos 7º y 17, donde el
primero establece la múltiple designación, permitiendo el libre acceso al
mercado, a las empresas aéreas comerciales de cada una de las Partes, y
el segundo consagra procedimientos expeditos para el otorgamiento de
los permisos de operación solicitados por las aerolíneas y las autorizaciones
para los vuelos no regulares, lo cual garantiza un marco amplio y flexible
para la prestación de los servicios de transporte aéreo en la región
fronteriza.

De igual forma, el presente Acuerdo contempla cláusulas y
disposiciones finales relacionadas con el perfeccionamiento, modifica-

ciones y vigencia del mismo, estableciendo por ejemplo, para las
modificaciones que sean necesarias, procedimientos ágiles como el canje
de notas diplomáticas, que facilitarán en todo caso la prestación de los
servicios aéreos en la zona de frontera y el acceso a aquellos por sus
habitantes.

Finalmente, debemos mencionar que el Acuerdo se ajusta a las
características y condiciones propias del transporte aéreo transfronterizo
y constituye la respuesta a las inquietudes y necesidades de las poblaciones
de nuestra frontera con el Perú, razón por la cual el Gobierno Nacional,
a través de la Ministra de Relaciones Exteriores y del Ministro de
Transporte, solicita al honorable Congreso de la República, aprobar el
“Acuerdo sobre transporte aéreo transfronterizo entre el Gobierno de la
República de Colombia y el Gobierno de la República del Perú”, firmado
en Lima el once (11) de junio de dos mil tres.

De los honorables Congresistas,
Carolina Barco Isakson, Ministra de Relaciones Exteriores; Andrés

Uriel Gallego Henao, Ministro de Transporte.
LEY 424 DE 1998

(enero 13)
por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacionales

suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presentará
anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores de
Senado y Cámara, y dentro de los primeros treinta días calendario
posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un
informe pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y
desarrollando los Convenios Internacionales vigentes suscritos por
Colombia con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno nacional encargada de
ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir la
reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente al
Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisiones Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará como
anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que el Minis-
terio de Relaciones Exteriores presente a consideración del Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República.

Amílkar Acosta Medina.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Carlos Ardila Ballesteros.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Diego Vivas Tafur.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO

La Ministra de Relaciones Exteriores,
María Emma Mejía Vélez.

SENADO DE LA REPUBLICA
SECCION DE LEYES

SECRETARIA GENERAL - TRAMITACION DE LEYES
Bogotá, D. C., marzo 25 de 2004
Señor Presidente:
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de ley número 207

de 2004 Senado, por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo sobre
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transporte aéreo transfronterizo entre el Gobierno de la República de

Colombia y el Gobierno de la República del Perú”, firmado en Lima el
11 de junio de 2003, me permito pasar a su despacho el expediente de la
mencionada iniciativa que fue presentada en el día de hoy ante Secretaría
General. La materia de que trata el mencionado proyecto de ley, es
competencia de la Comisión Segunda Constitucional Permanente, de
conformidad con las disposiciones reglamentarias y de ley.

Emilio Otero Dajud,

Secretario General
Honorable Senado de la República.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO DE LA REPUBLICA
Bogotá, D. C., marzo 25 de 2004

De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por
repartido el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Segunda
Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el
fin de que sea publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Germán Vargas Lleras.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Otero Dajud.

SENADO DE LA REPUBLICA
Secretaría General (artículos 139 y ss. Ley 5ª de 1992)

El día 25 del mes de marzo del año 2004 se radicó en este Despacho
el Proyecto de ley número 207, con todos y cada uno de los requisitos
constitucionales y legales, por el Ministro de Relaciones Exteriores (E.),
Camilo Reyes.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

* * *

PROYECTO DE LEY NUMERO 208 DE 2004 SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Convenio de cooperación turística

entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la

República del Perú”, firmado en la ciudad de Bogotá, D. C., a los
veintiséis (26) días del mes de noviembre del año dos mil dos (2002).

El Congreso de la República

Visto el texto del “Convenio de cooperación turística entre el

Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la República

del Perú”, firmado en la ciudad de Bogotá, D. C., a los veintiséis (26)

días del mes de noviembre del año dos mil dos (2002), que a la letra

dice:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del
instrumento internacional mencionado).

CONVENIO DE COOPERACION TURISTICA ENTRE EL
GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA Y EL GOBIERNO
DE LA REPUBLICA DEL PERU

El Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la

República del Perú que en adelante se denominarán “las Partes”;

Destacando su voluntad de ampliar su cooperación con espíritu de
equidad y de apoyo a los intereses comunes;

Considerando la importancia de ampliar la cooperación en el campo
del turismo y procurando que la misma sea lo más fructífera posible; con
el objetivo de lograr una mayor y mejor coordinación e integración de los
esfuerzos realizados por cada país en este campo.

Convencidos de la importancia que tiene el turismo para lograr un
mejor desarrollo económico-social y elevar el nivel de vida de las
poblaciones, así como de las ventajas que la cooperación mutua
representa para los dos países y deseosos de intensificar sus relaciones
turísticas.

Conscientes que los esfuerzos que ambas partes realicen para apoyarse
mutuamente, repercutirán de manera favorable en el crecimiento de las
corrientes turísticas de los dos países y fortalecerán las relaciones
comerciales entre ambos.

Con el fin de consolidar el turismo entre ambos países y fortalecer la
integración y el conocimiento mutuo de la cultura y modos de vida, las
Partes promoverán y pondrán en marcha programas de cooperación
turística de conformidad con sus objetivos y políticas internas de turismo
y las disponibilidades económicas, técnicas y financieras dentro del
límite que les marca la legislación interna.

Convienen en lo siguiente:
Artículo 1º. Las Partes estimularán y facilitarán el desarrollo de

programas y proyectos de cooperación turística a través de:
1. Transferencia recíproca de tecnologías y asistencia técnica

relacionada con el desarrollo del turismo.
2. Intercambio de técnicos y expertos en turismo.
3. Intercambio de información y documentación turística.
4. Diseño, estudio y ejecución de proyectos turísticos, definiendo para

cada proyecto específico los compromisos y obligaciones de carácter
técnico, administrativo y financiero.

5. Intercambios empresariales y rondas de negocios que faciliten el
diseño y comercialización de productos turísticos binacionales, así como
la participación en seminarios, conferencias y ferias.

Artículo 2º. Las Partes alentarán a sus respectivos expertos en turismo
para intercambiar información técnica y/o documentación en campos
como:

• Sistemas, métodos, planes y acciones para capacitar y/o actualizar
profesionales e instructores sobre asuntos técnicos relacionados con el
turismo.

• Evaluación y análisis de los impactos ambientales y culturales del
turismo y medidas de protección y conservación de los recursos naturales
y culturales de interés turístico.

• Planificación turística.
• Promoción turística.
• Promoción de las inversiones turísticas.
• Calidad y seguridad turística.
• Turismo arqueológico.
• Legislación turística.
Artículo 3º. Las Partes, intercambiarán información sobre planes y

acciones de capacitación en materia de turismo, con el fin de perfeccionar
la formación de sus técnicos y especializar el personal de contacto con el
turista.

Artículo 4º. Las Partes convienen cooperar en las acciones de
capacitación del personal empleado en el sector turismo, a través de
entrenamiento, intercambio de expertos y servicios de asesoramiento.

Artículo 5º. Las Partes estimularán su colaboración en la ejecución de
programas de investigación turística sobre temas de interés mutuo, tanto
a través de universidades como de centros de investigación u organismos
oficiales.

Artículo 6º. Las Partes se otorgarán las máximas facilidades para que
en el territorio de cada una se puedan efectuar campañas de promoción
turística, alentar el intercambio gastronómico, cultural, artesanal, musical,
folclórico y de festivales y eventos.

Artículo 7º. Las Partes coordinarán estrechamente las acciones
necesarias para incrementar las corrientes turísticas de ambos países,
otorgándose recíprocamente las máximas facilidades para ingreso y
permanencia del turista, de conformidad con las disposiciones legales
vigentes en cada país.

Artículo 8º. Las partes impulsarán ante las entidades competentes la
optimización de los servicios de transporte aéreo, con el fin de incrementar
los flujos turísticos.
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Artículo 9º. Las Partes realizarán los esfuerzos necesarios para
ofrecer el respaldo presupuestario que se requiere para el cumplimiento
de los objetivos del presente convenio.

Artículo 10. Las condiciones de participación de las Partes para los
intercambios que se establezcan sobre la base del presente Convenio
serán:

La Parte que envía asume los gastos de transporte aéreo internacional
y la Parte que recibe asume los gastos generales correspondientes a la
estancia, alojamiento, alimentación y transporte local.

Lo anterior previo cumplimiento de los requisitos presupuestales
internos.

Artículo 11. Las partes adelantarán programas conjuntos de prevención
del turismo sexual, en especial con menores de edad.

Artículo 12. El Ministerio de Desarrollo Económico de Colombia, a
través de la Dirección General de Turismo y el Ministerio de Comercio
Exterior y Turismo del Perú, a través del Viceministerio de Turismo,
serán los responsables de la ejecución del presente Convenio para lo cual
desarrollarán las siguientes actividades:

Supervisión, seguimiento y análisis de la aplicación del Presente
Convenio, para promover las medidas que se consideren necesarias, con
el fin de lograr la correcta aplicación de la cooperación entre las dos
Partes.

Determinación de los sectores prioritarios para la realización de
proyectos específicos de cooperación turística.

Definición de los programas de cooperación turística.
Evaluación de los resultados alcanzados.
Elaboración de un Plan Operativo para la ejecución del presente

Convenio.
Artículo 13. El Acuerdo de Constitución de la Comisión Binacional

Colombo-Peruana de Turismo, suscrito en Lima el 12 de julio de 1994,
permanecerá en vigor hasta la fecha de entrada en vigor de este
Acuerdo.

Artículo 14. Cualquier controversia que pueda surgir entre las partes
relativa a la interpretación o aplicación del presente convenio será
resuelta mediante negociaciones directas entre ellas. En caso de que estas
negociaciones no sean exitosas la controversia será sometida a los
restantes medios de solución pacífica reconocidos por el derecho
internacional.

Artículo 15. El presente Convenio entrará en vigencia cuando las
Partes se notifiquen a través de los canales diplomáticos acostumbrados
del cumplimiento de los respectivos requisitos constitucionales necesarios
para la vigencia del mismo.

Artículo 16. El presente Convenio será válido por un período de cinco
años y podrá ser renovado automáticamente por períodos iguales, a
menos que una de las Partes lo dé por terminado en forma escrita a través
de sus respectivos mecanismos diplomáticos y por lo menos con tres
meses de antelación a la fecha de vencimiento.

La denuncia no afectará la realización de las acciones de cooperación
que se encuentren en ejecución.

Artículo 17. El presente Convenio podrá ser modificado por mutuo
acuerdo entre las Partes.

Artículo 18. Se firma en la ciudad de Bogotá, D. C., a los veintiséis
(26) días del mes de noviembre del año dos mil dos (2002), en dos
ejemplares, en idioma castellano, siendo ambos textos igualmente
auténticos.

Por el Gobierno de la República de Colombia,
Carolina Barco.

Ministra de Relaciones Exteriores
Por el Gobierno de la República del Perú,

Allan Wagner Tizon.

Ministro de Relaciones Exteriores

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 20 de junio de 2003
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional para los efectos constitucionales.
(FDO.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ

La Ministra de Relaciones Exteriores,
(Fdo.) Carolina Barco Isakson.

DECRETA
Artículo 1º. Apruébase el “Convenio de cooperación turística entre el

Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la República del
Perú”, firmado en la ciudad de Bogotá, D. C., a los veintiséis (26) días del
mes de noviembre del año dos mil dos (2002).

Artículo 2º. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de
la Ley 7ª de 1944, el “Convenio de cooperación turística entre el

Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la República

del Perú”, firmado en la ciudad de Bogotá, D. C., a los veintiséis (26)
días del mes de noviembre del año dos mil dos (2002), que por el
artículo primero de esta ley se aprueba, obligará al país a partir de la
fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respecto del
mismo.

Artículo 3º. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
Dada en Bogotá, D. C., a...
Presentado al honorable Congreso de la República por los suscritos

Ministros de Relaciones Exteriores y de Comercio, Industria y Turismo.
Carolina Barco Isakson, Ministra de Relaciones Exteriores; Jorge

Humberto Botero Angulo, Ministro de Comercio, Industria y Turismo.
EXPOSICION DE MOTIVOS DEL PROYECTO DE LEY

por medio de la cual se aprueba el “Convenio de cooperación turística

entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la

República del Perú”, firmado en la ciudad de Bogotá, D. C., a los
veintiséis  (26)  días  del  mes  de  noviembre  del  año  dos  mil  dos  (2002).

Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento a lo dispuesto

en los artículos 150 numeral 16 y 189 numeral 2 de la Constitución
Política de la República de Colombia, presentamos a consideración del
honorable Congreso de la República el Proyecto de Ley por medio de la
cual se aprueba el “Convenio de cooperación turística entre el Gobierno

de la República de Colombia y el Gobierno de la República del Perú”,
firmado en la ciudad de Bogotá, D. C., a los veintiséis (26) días del mes
de noviembre del año dos mil dos (2002).

Consideraciones previas

Los Gobiernos de Colombia y Perú, con fundamento en los profundos
lazos de amistad y cooperación que los unen; con el propósito de reforzar
los intereses comunes, especialmente para lograr un mejor desarrollo
económico y social y elevar las condiciones de vida de sus poblaciones,
y conscientes de que el crecimiento de las corrientes turísticas entre los
dos países fortalecerán sus relaciones comerciales, durante el año 2002
iniciaron y avanzaron en las negociaciones tendientes a la conclusión de
un instrumento que, acorde con las circunstancias actuales, estableciera
las bases o condiciones generales para una cooperación mutua en el
campo del turismo y de sus áreas afines. Fue así como en el mes de
noviembre de 2002, con ocasión de la visita oficial a Colombia del señor
Allan Wagner Tizon, Ministro de Relaciones Exteriores del Perú, se
suscribió el Convenio que hoy sometemos a consideración del honorable
congreso de la República.

La tendencia mundial a establecer mercados más abiertos, como
consecuencia de los procesos de internacionalización y globalización,
exige desarrollar actividades bien planificadas que consulten una estrategia
básica que permita integrar el ordenamiento físico-espacial, la dinámica
del mercado y el soporte tecnológico de la actividad turística.
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Así, el presente convenio se constituye en un instrumento esencial
para contribuir al logro de los objetivos que el Gobierno viene impulsando
en materia de relaciones internacionales y política exterior que propende
fortalecer y consolidar el proceso de integración el cual sirve para
incrementar la industria binacional del turismo y el comercio en general;
así como para enriquecer el conocimiento paisajístico de sus territorios,
sus tradiciones y culturas.

Análisis e importancia del convenio

Este Convenio de Cooperación Turística busca una mayor y mejor
coordinación y articulación de los esfuerzos realizados conjuntamente
por las Partes en este campo, favoreciendo la participación activa y
coordinada de las distintas instituciones involucradas. En este sentido,
tales entidades acordarán los programas específicos tendientes a promover
y estimular el desarrollo del turismo entre los dos países, fomentando la
cooperación en los distintos aspectos relacionados con esta industria y
propiciando que los avances en este sector redunden en el mayor
beneficio posible para la industria del turismo entre los dos países.

Este Convenio, permite igualmente obtener una mayor comprensión
de la actividad turística de cada país y facilitará la transferencia de
tecnología, asistencia técnica, intercambio de experiencias, de expertos,
de información; intercambios empresariales y rondas de negocios que
faciliten el diseño y comercialización de productos turísticos binacionales,
así como la participación en seminarios, conferencias y ferias, y el
diseño, estudio y ejecución de proyectos turísticos.

Debemos destacar que el artículo 11 indica que las Partes adelantarán
programas conjuntos de prevención del turismo sexual, en especial con
menores de edad; lo cual exige que se adopten acciones y/o procedimientos
para proteger los derechos de los menores y de otras personas que puedan
resultar involucradas con esta práctica ilícita y otras relacionadas.

Otro aspecto que merece resaltar es que el convenio, en el artículo 12,
prevé cuáles son las autoridades responsables de su ejecución e indica,
entre otras cosas, que dichas autoridades deberán determinar los sectores
prioritarios para la realización de proyectos específicos de cooperación
turística. Esto significa, como se anotó anteriormente, que el presente
instrumento internacional, regula de manera general las bases de la
cooperación entre los dos países en la materia, y que para su debida
ejecución se hace necesario entonces, la suscripción de acuerdos sobre
proyectos determinados o específicos.

De otra parte, en su artículo 14 determina el modo de solución de
controversias que pueda surgir entre las Partes relativa a la interpretación
o aplicación del convenio; en el sentido de que estas serán resueltas
mediante negociaciones directas entre ellas, y en caso de que estas no
sean exitosas, la controversia será sometida a los demás medios de
solución pacífica reconocidos por el derecho internacional.

Finalmente, con la aprobación y puesta en vigor del Convenio, las
Partes lograrán:

• Conocer las características, evolución y tendencias del mercado
turístico entre Colombia y Perú.

• Fomentar las diferentes áreas de la industria turística de tal forma que
el producto turístico sea competitivo en el ámbito mundial.

• Identificar la oferta turística de los dos países.
• Facilitar el flujo turístico entre las dos partes.
Por las anteriores consideraciones, el Gobierno Nacional, a través de

la Ministra de Relaciones Exteriores y del Ministro de Comercio,
industria y Turismo, solicita al honorable Congreso Nacional que apruebe
el “Convenio de cooperación turística entre el Gobierno de la República
de Colombia y el Gobierno de la República del Perú”, firmado en la
ciudad de Bogotá, D. C., a los veintiséis (26) días del mes de noviembre
de dos mil dos (2002).

De los honorables Senadores y Representantes,
Carolina Barco Isakson, Ministra de Relaciones Exteriores; Jorge

Humberto Botero Angulo, Ministro de Comercio, Industria y Turismo.

LEY 424 DE 1998
(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacionales
suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presentará
anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores de
Senado y Cámara, y dentro de los primeros treinta días calendario
posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un
informe pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y
desarrollando los Convenios Internacionales vigentes suscritos por
Colombia con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno nacional encargada de
ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir la
reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente al
Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisiones Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará como
anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que el
Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del
Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República.

Amílkar Acosta Medina.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Carlos Ardila Ballesteros.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Diego Vivas Tafur.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO

La Ministra de Relaciones Exteriores,
María Emma Mejía Vélez.

SENADO DE LA REPUBLICA

SECCION DE LEYES
SECRETARIA GENERAL - TRAMITACION DE LEYES

Bogotá, D. C., marzo 25 de 2004
Señor Presidente:
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de ley número 208

de 2004 Senado, por medio de la cual se aprueba el “Convenio de

cooperación turística entre el Gobierno de la República de Colombia y

el Gobierno de la República del Perú”, firmado en la ciudad de Bogotá,
D. C., a los veintiséis (26) días del mes de noviembre del año dos mil dos
(2002), me permito pasar a su despacho el expediente de la mencionada
iniciativa que fue presentada en el día de hoy ante Secretaría General. La
materia de que trata el mencionado proyecto de ley, es competencia de la
Comisión Segunda Constitucional Permanente, de conformidad con las
disposiciones reglamentarias y de ley.

Emilio Otero Dajud,

Secretario General
Honorable Senado de la República.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO DE LA REPUBLICA
Bogotá, D. C., marzo 25 de 2004
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por

repartido el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Segunda
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Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el
fin de que sea publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Germán Vargas Lleras.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Otero Dajud.

SENADO DE LA REPUBLICA
Secretaría General (artículos 139 y ss. Ley 5ª de 1992)

El día 25 del mes de marzo del año 2004 se radicó en este Despacho
el Proyecto de ley número 208, con todos y cada uno de los requisitos
constitucionales y legales, por el Ministro de Relaciones Exteriores (E.),
Camilo Reyes.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.
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